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RESUMEN�

PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA



a) La gestión ambiental debe tener carácter transversal, trans-sectorial, interdisciplinario y multidimensional. La participación en la gestión ambiental, en consecuencia, debe ejercerse con una visión global y holística del medio ambiente y de la sociedad. 



b) La sostenibilidad constituye el orientador final y la medida de eficacia de la gestión y en consecuencia de la participación. La participación debe medirse en función de si contribuye o no a la sostenibilidad.



La participación constituye un requisito sin el cual no es posible alcanzar la sostenibilidad.



La participación constituye un proceso continuo, colectivo y de largo plazo, que debe permitirles a los actores acopiar y procesar la información necesaria y convertirla en decisiones concretas dentro de procesos determinados.



Sin información de calidad no puede haber participación eficaz.



La participación en la gestión ambiental debe contribuir a la construcción de una cultura participativa por parte de un número cada vez más amplio de actores sociales, y a generar las condiciones que posibiliten la paz en Colombia.



La acción del Estado a través del SINA, irá encaminada a posibilitar la participación, en términos de equidad, de los distintos actores que concurren a los espacios de diálogo y de concertación, y que ejercen o pretenden ejercer ciudadanía, en cualquiera de los escenarios en los cuales se debe materializar el concepto de desarrollo sostenible. 



a) El reconocimiento de la biodiversidad del ambiente y del carácter multiétnico y pluricultural de la nación colombiana y el reconocimiento de la confluencia en el espacio y en el tiempo de múltiples y diversos actores, conflictos y realidades sociales.



b) El reconocimiento y respeto al peso que tienen y deben tener las instancias y actores regionales y locales en la gestión ambiental.



La participación ciudadana deberá formar parte de los planes de gestión ambiental de regiones y ecosistemas transfronterizos.



Las políticas estatales sobre participación ciudadana, sobre educación ambiental y sobre población, deberán desarrollarse de manera trenzada y coherente, en función del objetivo último de hacer de Colombia una sociedad sostenible en donde la vida con calidad sea posible para todos los habitantes.



La necesidad de garantizar la participación de la naturaleza en las decisiones que la afectan.







OBJETIVOS GENERALES



Garantizar una participación amplia, deliberada, consciente y responsable de la ciudadanía en la preservación de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes ambientales y en general en la gestión ambiental, que cumpla una función eficaz en la construcción del desarrollo sostenible y que contribuya a generar las condiciones para que la sociedad civil adquiera cada vez más capacidad de incidencia en el acto de gobernar.



Establecer directrices conceptuales y operativas para la interpretación y aplicación del concepto de participación ciudadana por parte de las instituciones públicas que forman parte del SINA, y generar condiciones objetivas y subjetivas que permitan la aplicación en la práctica de esas directrices.



�















OBJETIVOS ESPECÍFICOS 



Objetivo # 1: Garantizar la eficacia y eficiencia de los procesos de participación, en función de la sostenibilidad de los distintos actores sociales, de los ecosistemas urbanos y rurales, y de los procesos que los vinculan a unos y a otros entre sí.



Objetivo # 2: Fortalecer institucionalmente al SINA como sistema y como escenario para la gestión ambiental participativa.



Objetivo # 3: Contribuir al fortalecimiento de la capacidad de participación y de gestión de los actores gubernamentales y de la sociedad civil que intervienen o deben intervenir en la gestión ambiental.



Objetivo # 4: Avanzar en la búsqueda y consolidación de mecanismos que faciliten la participación de la naturaleza en las decisiones que la afectan.







LINEAMIENTOS ESTRATÉGICOS





La política como una herramienta del Estado y de la sociedad civil para llevar a la práctica los principios constitucionales y los desarrollos legales sobre participación, sobre desarrollo y sobre el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano. 



Contribución a la construcción de la democracia participativa, la lucha contra la pobreza, la búsqueda de la equidad ambiental, social, generacional y de género, y la creación de condiciones para la obtención de la paz. 



Articulación con otras políticas generales y sectoriales con incidencia directa o indirecta en calidad de la vida de los colombianos y en la gestión ambiental, y muy especialmente con el documento CONPES sobre "Promoción de la Participación de la Sociedad Civil: del Derecho a Participar a la Participación Efectiva".



El papel de la política en la apertura de espacios de encuentro y de concertación entre actores sociales con intereses contrapuestos o complementarios y la negociación pacifica de conflictos ambientales en función de la sostenibilidad. 



La política recogerá y legitimará los mecanismos y procesos tradicionales de participación, comunicación, concertación y toma de decisión propios de las comunidades, de acuerdo con sus particularidades culturales y las características específicas de los ecosistemas y procesos históricos de los cuales forman parte.



La política garantizará el acceso a los procesos de participación, concertación y toma de decisión, de los sectores marginados o más débiles de la sociedad (minorías étnicas, población infantil, jóvenes, tercera edad, discapacitados, mujeres, etc.) y estará orientada en todos sus aspectos por una perspectiva de género.



La política cumplirá una función pedagógica tanto hacia el interior de las instituciones que forman parte del SINA, como frente a la comunidad, sus organizaciones representativas y los medios de comunicación.



La política reconoce el papel democratizador que debe cumplir la información y su importancia como requisito de la participación. 



La política conducirá a que hacia el interior del Ministerio del Medio Ambiente existan unidad de criterios, unidad conceptual y unidad metodológica y pedagógica sobre la participación y su importancia en la gestión del desarrollo sostenible, y propenderá porque el SINA se fortalezca como escenario e instrumento real y eficaz de participación y concertación, y por la consolidación de una política estatal coherente sobre el tema Medio Ambiente ( Desarrollo Sostenible ( Comunidad.



La acción del Estado y la participación de la sociedad civil en la gestión ambiental, se ejercerán con enfoque proactivo y preventivo, y se privilegiarán e impulsarán procesos y estrategias de educación que promuevan el respeto a la vida y el conocimiento, la comprensión, el compromiso y la responsabilidad de los distintos actores sociales con su medio ambiente.

�PRESENTACIÓN



El presente documento avanza un paso más en la identificación de unos lineamientos y criterios, tendientes a la construcción participativa de una política para la participación ciudadana en la gestión ambiental (y valga la redundancia).



Desde el año de 1996, la entonces “Subdirección de Participación Ciudadana y Relaciones con la Comunidad”, bajo la dirección de la doctora Ana Lucía Rodríguez, inició un proceso de consultas con distintos actores sociales colombianos, pertenecientes tanto a la sociedad civil (sector privado, organizaciones étnicas, de trabajadores, de mujeres y movimientos sociales, organizaciones no gubernamentales y redes ambientalistas, etc.) como al Estado (Ministerios, entidades, consejerías, organismos de control, corporaciones autónomas regionales, etc.), al igual que al interior mismo del Ministerio del Ambiente.



El itinerario, la metodología, las memorias y los resultados de dichas consultas, se encuentran en la hoy “Oficina Asesora de Educación Ambiental, Participación Ciudadana y Población” del Ministerio, instancia que ha coordinado la elaboración de esta fase de la política. Con base en esos resultados se elaboró un primer documento titulado “Política de Participación Social Ambiental “Ambiente con Gente para la Vida”, el cual (junto con toda la documentación e información que le sirvió de base) constituyó uno de los insumos principales para la elaboración del documento que el lector tiene en sus manos.



Los demás insumos surgieron de varias reuniones del equipo de la Oficina Asesora con el consultor contratado por el Ministerio del Ambiente para el efecto, de un taller en el cual participaron funcionarios de distintas dependencias del Ministerio, y de la discusión de los borradores iniciales del texto con personas pertenecientes a distintos sectores y actividades del acontecer nacional, consultadas personalmente o a través de correo electrónico.



* * *



Es posible que debido a las características cambiantes del medio ambiente y a la turbulencia de la sociedad colombiana --y por el hecho mismo de que el desarrollo sostenible no es un producto estático sino un proceso dinámico--, nunca llegue a existir una “versión final” de la política para la participación ciudadana en la gestión ambiental. 



Por el contrario, “la política” se concibe más como un proceso en construcción permanente, que más que de sus formulaciones teóricas, depende del contenido “vital” que logren otorgarle en la práctica los distintos actores sociales, tanto pertenecientes al Estado como a la sociedad civil en su múltiple heterogeneidad.



De lo que si estamos seguros es de que sin una verdadera y eficaz participación ciudadana en la gestión ambiental no puede existir desarrollo sostenible, y de que en Colombia no podrá existir paz mientras no exista sostenibilidad, al igual que no podrá existir desarrollo sostenible si no hay paz.



La sostenibilidad y la paz (paz entre los seres humanos y entre nosotros y la naturaleza), en consecuencia, son a la vez requisito y resultado de una adecuada gestión ambiental.



* * *



El consultor agradece muy especialmente la posibilidad de integrarse, para efectos de la elaboración de este documento, al equipo compuesto por las doctoras Luz Marina María, Constanza Chacón y Angélica Peñuela y por el doctor Omar Quiñones, al igual que la participación en el mismo proceso de los doctores Pedro Quijano, Ernesto Falla y Andrés González. Así mismo, agradece los comentarios y recomendaciones del doctor Luis B. Carvajal C., Asesor del señor Ministro del Medio Ambiente, las cuales quedaron incorporadas en esta versión de “la política”, y las sugerencias de las personas que tuvieron la gentileza de leer y comentar el documento.



El consultor agradece también a la doctora Diana Pombo y al doctor Carlos Fonseca, Viceministro del Medio Ambiente,  por lo que corresponde.







Gustavo Wilches-Chaux

Popayán, Julio 3 de 1998







�I. REFLEXIONES PRELIMINARES



¿POR QUÉ UNA POLÍTICA PARA UNA ESTRATEGIA?



¿Por qué adoptar una política para la participación ciudadana en los mismos términos en que, por ejemplo, se diseña y adopta una política nacional de población, una de bosques, una para el manejo del agua, para la administración de áreas protegidas o para la gestión de la fauna silvestre, cuando, con mayor o menor énfasis, todas las políticas relacionadas con temas de gestión ambiental consagran la participación como una de sus estrategias o como un instrumento para su ejecución?



Cuando en una política se remite a la participación como uno de los medios para alcanzar sus objetivos, se presume como sobreentendido el sentido que este concepto tiene o que debería tener en la gestión ambiental. 



Sin embargo, en la práctica esto no sucede así. Existen múltiples definiciones y enfoques sobre la participación, lo cual no solamente resulta inevitable sino, además, realista y enriquecedor. Una política para la participación ciudadana en la gestión ambiental no pretende, pues, decretar unanimidad alrededor de una sola definición. 



Pero si la gestión ambiental tiene como objetivo último la búsqueda de la sostenibilidad (concebida en los términos que se presentarán más adelante) en las relaciones entre distintos los actores sociales y los ecosistemas urbanos y rurales de los cuales forman parte y con los cuales interactuan, conviene sí establecer unos criterios, fundamentalmente políticos, que en lo posible garanticen que la participación, más allá de constituir un mero enunciado formal, se convierta en uno de los pilares dinámicos del desarrollo sostenible, sin el cual este último resultaría inalcanzable.



La participación se entiende, entonces, como un requisito del desarrollo sostenible. La política busca que nos aproximemos a ella --y que desde el Estado facilitemos su ejercicio-- en función de su eficacia frente a la sostenibilidad, de manera tal que evitemos que continúe el desgaste que el concepto ha sufrido en los últimos años debido al uso y al abuso sin un compromiso político claro con el ambiente y con la comunidad.



Este documento establece los lineamientos para formular una política de Estado encaminada a garantizar, en términos de sostenibilidad, la eficacia de la participación ciudadana en la gestión ambiental. 



En consecuencia se espera que sus efectos trasciendan al próximo Gobierno y que sirvan de base para concertar una política de largo plazo con los distintos actores gubernamentales y de la sociedad civil que en una u otra forma intervienen o deben intervenir en la gestión del desarrollo sostenible en Colombia.

�2. EL ALCANCE DE LA PARTICIPACIÓN



Existen distintas instancias dentro de cualquier proceso, en las cuales quienes resultan afectados por el mismo para bien o para mal, pueden o deben participar. Están la instancias en las cuales se recoge información en el medio, la cual servirá de base para que posteriormente se tomen decisiones; están las instancias de decisión, las instancias de ejecución de las decisiones tomadas y las instancias de control y evaluación.



Por lo general se considera que un proceso ha sido participativo cuando los distintos actores de la sociedad civil son convocados para entregar información (encuestas, entrevistas, visitas de campo), cuando su opinión es consultada antes de tomar una decisión (sin importar si los resultados de esa consulta se reflejan o no en la decisión) o cuando son llamados para ejecutar, remuneradamente o no, esas decisiones; así como cuando su opinión se consulta nuevamente para evaluar el impacto o los resultados del proceso (sin importar si esas opiniones inciden efectivamente o no para transformar proceso). Todas estas instancias son, por supuesto, expresiones de la participación, pero por sí mismas, aisladamente de su papel en la toma de decisiones, no determinan automáticamente que un proceso sea verdaderamente participativo. 



"Para investigadores y promotores de organizaciones sociales, la incidencia en los procesos de toma de decisiones es la condición sin la cual no se da participación efectiva. En la toma de decisiones está la esencia de las estrategias de participación (...) El ciclo teórico corriente de toma de decisiones se constituye por una cadena de diagnóstico, planificación, ejecución y evaluación. Esta última es como un diagnóstico ex post de los resultados que se conecta de nuevo a la planeación y así sucesivamente de manera ideal e interminable"�.



En aras de su eficacia en términos de sostenibilidad, la política hará énfasis en las estrategias necesarias para garantizar que los distintos actores sociales tengan posibilidades equitativas para ejercer una participación efectiva en las decisiones que los afecten directamente o a través del impacto sobre los ecosistemas de los cuales forman parte o con los cuales interactuan. 



El Estado debe reconocer que las decisiones adoptadas como resultado de procesos participativos, poseen mayor legitimidad y eficacia que las decisiones unilaterales. La participación, entonces, es también un factor esencial de la gobernabilidad. 



Por eso, mediante esta política se garantizarán las condiciones que faciliten no solamente la eficacia de la participación, sino su democratización, es decir, el ejercicio de la misma por un número cada vez más amplio de actores.



Dentro de esas condiciones se destacan el acceso a la información y los requisitos de calidad y oportunidad que ésta debe llenar para que cumpla su papel como requisito para la participación.

















�

3. LA PARTICIPACIÓN EN UN ESCENARIO DE GUERRA



No puede caber duda alguna sobre el hecho contundente de que hoy Colombia es un país en guerra, lo cual determina en múltiples formas tanto los riesgos como las posibilidades constructivas de la participación ciudadana en la gestión ambiental. El hecho de que no se trate de una guerra civil formal y declarada, en la cual combaten dos bandos claramente definidos, sino de una guerra que surge de la sumatoria de múltiples violencias superpuestas, la mayor parte de las cuales están dirigidas 



contra una población civil inerme, que hasta hace poco se había hecho la ilusión ingenua de estar al margen de la guerra, simplemente porque expresamente no tomaba bando activo a favor o en contra de cualquiera de los actores armados, no le merma sino que, por el contrario, le aumenta dramatismo a la guerra en Colombia.



Al respecto podemos hacer las siguientes afirmaciones:



La principal causa de deterioro ambiental en Colombia es la guerra y el principal atentado contra la calidad de la vida es la violencia en sus múltiples formas, que sólo a través del homicidio cobra más de 30 mil vidas al año.



La gestión ambiental en Colombia se realiza en un claro escenario de violencia y de guerra, lo cual resulta especialmente claro en muchos de los llamados "ecosistemas estratégicos" y en las zonas de mayor diversidad ecológica y étnica del país, así como en las zonas urbanas que presentan mayores condiciones de riesgo.



Participar (ser parte) en la gestión ambiental, significa estar inmerso y participar en el conflicto, si bien no como actor armado, sí como actor social, lo cual para muchos ambientalistas y líderes comunitarios ha significado convertirse en blanco de los actores armados.



El ambiente también es parte del conflicto armado: a veces como mero escenario del mismo; a veces como instrumento del conflicto (afectar el ambiente y los recursos naturales del adversario como medio para afectar su estabilidad y capacidad de maniobra); a veces como causa directa del mismo, caso de todos los llamados "conflictos ambientales", que si bien no han llegado a generalizarse en el país como conflictos armados, si se desarrollan en medio del escenario general de la guerra, lo cual en una u otra forma los condiciona.



La participación en la gestión ambiental tiene la posibilidad de contribuir a la que se ha denominado "desbarbarización de la sociedad", a través de la cual "pueda hacerse visible la potencialidad de la concertación como estrategia a través de la cual todos podríamos ganar, con la condición de que los distintos y distantes se reconozcan en sus derechos e intereses y estén en disposición de ceder parte de sus demandas inmediatas en aras de acuerdos estratégicos e intereses comunes de largo plazo (...) La participación dentro de este marco sería sinónimo de integración e inclusión de todos en la construcción de una sociedad viable para todos."�



La participación en la gestión ambiental, tiene la oportunidad de convertirse en escuela y pilar de una cultura de convivencia ciudadana, entendida ésta como la "gestión pacífica de las diferencias": una cultura dotada de mecanismos que eviten que las contradicciones necesariamente se traduzcan en violencias, que lejos de solucionarlas,  las alimentan y agudizan.

�

4. LA PARTICIPACIÓN EN UN ESCENARIO DE EXCLUSIONES Y DESCONFIANZAS Y DE CONSTRUCCIÓN DE GOBERNABILIDAD:



La política deberá garantizar condiciones que les permitan a los distintos actores sociales acceder a los espacios y procesos de participación con igualdad de oportunidades. Existen actores y sectores que han sido tradicionalmente excluidos y que, en consecuencia, necesitan de un tratamiento especial por parte del Estado y de los demás actores sociales, por lo menos mientras alcanzan niveles de autonomía que les permitan converger en términos equitativos a los procesos de concertación y de toma de decisiones. 



La gobernabilidad constituye una de los requisitos y expresiones de la sostenibilidad, especialmente en cuanto hace referencia a los factores institucionales. Las bases de la gobernabilidad son la legitimidad que la sociedad civil les reconoce al Estado y a sus instituciones, y la confianza y la credibilidad que les otorgan, lo cual se traduce en que aun cuando existan discrepancias y contradicciones, la sociedad acata las decisiones de sus autoridades como emanadas del poder otorgado en virtud de un consenso social.�



 En la medida en que la participación ciudadana en la gestión ambiental resulte equitativa y eficaz, en esa medida contribuirá a la confianza y credibilidad de la sociedad civil en el Estado y en la validez, eficacia y superioridad de los procedimientos legales sobre las vías de hecho, lo cual a su vez se traduce en una mayor sostenibilidad de la nación colombiana.

�

LA GESTIÓN AMBIENTAL



Para efectos de la política, se entenderá por gestión ambiental el conjunto de actividades adelantadas tanto por las distintas instancias e instituciones del Estado, como por parte de los actores pertenecientes a la sociedad civil, que tienen como objetivo evaluar en un momento y en un espacio determinados, un conjunto de factores y de interacciones entre el medio ambiente y los actores que se relacionan y/o aspiran a relacionarse con él, con el propósito de concertar, adoptar y ejecutar decisiones con efectos de corto, mediano y largo plazo, encaminadas a lograr la sostenibilidad de los procesos a través de los cuales se vinculan los ecosistemas y los actores sociales, así como la sostenibilidad de esos mismos ecosistemas y actores. También forma parte de la gestión ambiental la evaluación de los efectos de dichas decisiones y la realimentación de sus resultados a los procesos de toma de decisión.



En términos de gestión de riesgos diríamos que la gestión ambiental es el conjunto de decisiones que toma la sociedad� con el objeto de reducir o manejar tanto las amenazas (de origen natural, socio-natural o antrópico) que la afectan, como sus vulnerabilidades o debilidades para enfrentar esas mismas amenazas, con el objeto de reducir sus niveles de riesgo y de evitar que los riesgos existentes se conviertan en desastres.







Riesgo = Amenaza x Vulnerabilidad

Desastre = Riesgos no manejados







Gestión Ambiental para Sostenibilidad ( Gestión de Riesgos

�

EL SENTIDO DE LA SOSTENIBILIDAD:



Para efectos de la política, se entenderá por sostenibilidad "la capacidad de un sistema y/o de un proceso, para alcanzar sus objetivos y para transformarse y evolucionar, sin poner en peligro las bases o fundamentos ecológicos, sociales, políticos, culturales, etc., de los cuales depende la permanencia en el largo plazo de ese mismo sistema o proceso."�



Esta definición complementa el artículo 3 de la Ley 99 de 1993 según el cual "se entiende por desarrollo sostenible el que conduzca al crecimiento económico, a la elevación de la calidad de vida y al bienestar social, sin agotar la base de recursos naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de las generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesidades."



El ciclo fotosíntesis-respiración constituye un ejemplo de los procesos que ha desarrollado la vida a lo largo de sus cuatro mil millones de años de coevolución sobre la superficie de la Tierra, y que apuntan hacia la sostenibilidad de la biosfera.  Los desechos de una etapa del proceso (gas carbónico y vapor de agua, desechos de la respiración) se convierten, junto con la luz solar, en materias primas de otra etapa complementaria (la fotosíntesis), cuyo residuo (el oxígeno gaseoso), se recicla para permitirles a los organismos aeróbicos llevar a cabo la respiración. La captación del gas carbónico que llevan a cabo las plantas, y su conversión en materia orgánica (más plantas) por medio de la fotosíntesis, regula la cantidad de este gas en la atmósfera y, en consecuencia, controla el efecto invernadero del cual depende la temperatura superficial del planeta. Los efectos del desarrollo humano tal y como ha sido entendido en los últimos 200 años están rompiendo estos procesos.



La manera como las comunidades de la región amazónica armonizan sus ciclos de vida con los ritmos de los ríos de los cuales depende su existencia, a través de la llamada agricultura de várzea, al igual que el modelo de relación con el ambiente de las culturas que habitaron la depresión momposina hasta la llegada de los conquistadores españoles, son ejemplos concretos de sostenibilidad alcanzados por culturas consideradas "primitivas".



A medida que la sociedad se va volviendo cada vez más compleja, que las actividades humanas se van alejando de los ciclos y condicionamientos de la biosfera y que el impacto de esas actividades produce mayores y más irreversibles efectos sobre la capacidad de autoorganización y autorregulación de los ecosistemas, en esa medida se vuelve más y más compleja la "telaraña" de interacciones que deben armonizarse con el objeto de que, en términos de las definiciones expuestas, las generaciones actuales puedan satisfacer sus propias necesidades sin afectar el derecho y la posibilidad de las generaciones del futuro para satisfacer sus propias necesidades.



En la sociedad humana actual la sostenibilidad no depende sólo de interacciones y reacciones de tipo bioquímico, como en el proceso fotosíntesis--respiración en una biosfera abstracta (no influida por las actividades humanas), ni por interacciones de efecto exclusivamente local, como en los ejemplos de los pueblos prehispánicos del norte de Colombia o de las comunidades amazónicas. 



Por el contrario, la sostenibilidad --el desarrollo sostenible-- no sólo depende de factores ecológicos (en el sentido más estricto del término) sino además de dimensiones y factores sociales, políticos, económicos, tecnológicos, culturales, institucionales, etc., todos los cuales tienen que armonizarse en función de que las relaciones entre los seres humanos entre sí y entre nosotros y nuestro ambiente, contribuyan a la construcción de una sociedad en donde sea posible la vida con calidad.



Preguntas para la construcción de indicadores de sostenibilidad global:



La tendencia general de un proceso --y la eficacia de la participación ciudadana en el mismo-- hacia una mayor sostenibilidad o, por el contrario, hacia un incremento de la vulnerabilidad, se puede medir mediante indicadores cualitativos que respondan a interrogantes como los siguientes�:



Como consecuencia de un proceso determinado:



¿Las organizaciones y sus líderes ganan legitimidad, representatividad y capacidad de gestión?



¿El ejercicio del liderazgo se vuelve menos autoritario y más pedagógico y participativo?



¿Se crean nuevas organizaciones y redes y/o se consolidan interna y externamente las existentes?



¿La comunidad y las autoridades locales ganan capacidad de gestión, autonomía y poder de decisión en los procesos que las afectan?



¿La comunidad y la región reducen su vulnerabilidad económica mediante la diversificación de fuentes de ingresos, capacidad de generar valor agregado y de generar excedentes económicos, seguridad social, seguridad alimentaria, incremento de oportunidades, distribución más equitativa de la riqueza?



¿El Estado y sus instituciones ganan legitimidad, credibilidad, confianza y gobernabilidad?



¿La gestión institucional se vuelve más participativa y democrática?



¿Las decisiones contribuyen a que los procesos adquieran sentido y significación desde el punto de vista del imaginario de la comunidad?



¿Los sectores más débiles y marginados adquieren capacidad de participar, gestionar y decidir?



¿La visión machista retrocede en favor de la perspectiva de género con consecuencias efectivas en términos de equidad?



¿Las mujeres ganan espacios y oportunidades de liderazgo, de participación y de decisión? 



¿La población infantil y joven de una comunidad encuentran condiciones que estimulan su creatividad, que les permiten desarrollar libremente su personalidad y que posibilitan su participación en la construcción del futuro que les corresponderá habitar y protagonizar?



¿La cultura ofrece posibilidades creativas y de realización humana que permiten reducir los niveles de alcoholismo, vandalismo juvenil y drogadicción?



¿La población de la "tercera edad" mantiene una posición activa en la construcción de comunidad? ¿Sus integrantes permanecen abiertos a nuevos aprendizajes? ¿Se valoran e incorporan sus experiencias y saberes al patrimonio cultural vivo de la comunidad? ¿Existen espacios de encuentro y diálogo intergeneracional?



¿Las comunidades étnicas indígenas y afroamericanas adquieren y/o consolidan reconocimiento y dominio territorial y capacidad para controlar y manejar sus territorios con criterios de sostenibilidad?



¿Las comunidades étnicas logran fortalecer su identidad en función de la valoración interna y externa de sus propias particularidades y no de la negación de las particularidades de los demás?



¿Valores como la cooperación y la convivencia comienzan a ganar espacio frente a la competencia excluyente y la dominación?



¿Se incrementa la capacidad de acceder a y manejar información y de aplicarla a la solución de problemas y necesidades locales?



¿Se democratiza el acceso a los medios de comunicación y se rompe o reduce la unilateralidad de la información?



¿Aumenta la comprensión sobre los problemas en la comunidad? ¿Se socializa efectivamente el conocimiento sobre los problemas, sus causas, sus implicaciones y sus alternativas de solución?



¿Aumenta la capacidad para producir, recuperar, valorar y aplicar saberes locales en el análisis de situaciones y la solución de problemas?



¿La educación faculta para generar nuevos conocimientos y “aprender a aprender”?



¿La gente aprende a formular integralmente y a gestionar proyectos para solucionar sus problemas?



¿Se posibilitan y llevan a cabo diálogos de saberes y diálogos de ignorancias?



¿La educación formal y no formal se acercan a la realidad de la comunidad? 



¿Se incrementa la capacidad de los sujetos de la educación para relacionar, contextualizar y relativizar sus conocimientos y experiencias?



¿Aumentan la disposición y la capacidad para solucionar pacíficamente los conflictos? ¿Aumentan y se aprovechan los espacios para el diálogo y la concertación?



¿Mejoran los factores ecológicos que inciden sobre la calidad de vida de la comunidad (calidad del aire, del agua y del suelo; niveles de ruido, calidad del paisaje, etc.)?



¿Se incrementan las posibilidades reales de ejercer el derecho constitucional a disfrutar de un medio ambiente sano?



¿Los ecosistemas cumplen su función ecológica a la par que su función social?



¿La gestión ambiental conduce a un incremento en la capacidad de autoorganización y autorregulación de los ecosistemas?



¿Aumenta la productividad del suelo (y en general de los ecosistemas) con reducción en el uso de plaguicidas y fertilizantes químicos contaminantes?



¿Se reducen o controlan los niveles de riesgo mediante la reducción o manejo adecuado de las amenazas (naturales, socio-naturales, antrópicas) y los factores de vulnerabilidad tanto de los ecosistemas como de las comunidades que los ocupan o interactúan con ellos (Gestión de Riesgo)?



¿Se logra que fenómenos habituales, propios de la dinámica de la naturaleza, pierdan su condición de amenazas?



¿La GESTIÓN DEL RIESGO se convierte en una herramienta "normal" de planeación y de gestión?



¿Se reducen las pérdidas humanas y materiales que ocasionan los desastres en una comunidad determinada?



¿Se establecen sistemas participativos y permanentes de monitoreo de riesgos (amenazas y vulnerabilidades)?



¿Se reducen las contradicciones entre usos actuales y usos potenciales del suelo y, más ampliamente, de los ecosistemas?



¿Se incorpora la valoración de los "servicios ambientales" que prestan los ecosistemas en el inventario de activos de una región determinada?



¿Aumenta la "producción" de agua en una cuenca determinada?



¿Se protege o incrementa la biodiversidad en todas sus expresiones?



¿Se avanza hacia una gestión ambiental con participación efectiva de la comunidad y de la naturaleza en las decisiones que las afectan?









�II. PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA



a) La gestión ambiental debe tener carácter transversal, trans-sectorial, interdisciplinario y multidimensional. La participación en la gestión ambiental, en consecuencia, debe ejercerse con una visión global y holística del medio ambiente y de la sociedad. 



b) La sostenibilidad constituye el orientador final y la medida de eficacia de la gestión y en consecuencia de la participación. (La participación debe medirse en función de si contribuye o no a la sostenibilidad.)



El problema: 



Existe la tendencia a sectorizar el tema ambiental y en consecuencia a fragmentar su gestión, lo cual se traduce, entre otros aspectos, en que la participación se reduce a la intervención de los actores de la sociedad civil en aspectos puntuales, muchas veces meramente formales, de los procesos de gestión ambiental. Las instancias decisorias y la toma de decisiones tienden a consolidarse como monopolio de los actores gubernamentales. "Las posibilidades de participación se están dando alrededor de objetivos inmediatos, ocasionales y extremadamente focalizados. No suele ser integral ni alrededor de planes territoriales de largo plazo y estratégicos."� Lo anterior conduce entre otros efectos a que, en el marco de negociaciones alrededor de conflictos ambientales, en muchos casos se realicen con las comunidades concertaciones que en el mediano y largo plazo las hacen menos sostenibles tanto a ellas como a los ecosistemas urbanos y rurales que ocupan, y a que la ciudadanía pierda confianza en la eficacia de la participación y de las vías legales para la defensa de sus derechos y la solución de sus problemas.



La sustentación teórica:



Carácter trans-sectorial: El medio ambiente no es un "sector", en la manera en que si lo son por ejemplo el sector energético, el sector de las comunicaciones e incluso el sector de la salud y el sector educativo, sin desconocer las múltiples interacciones y condicionamientos mutuos entre estos sectores y el resto de dinámicas que conforman la realidad social. Lo ambiental no solamente cruza transversalmente todos los aspectos de la realidad, sino que les sirve de escenario y los "engloba", influyendo sobre sus características e interacciones y al mismo tiempo modificándose de manera permanente como resultado de ellas.



Carácter interdisciplinario: Consecuente con lo anterior, la gestión ambiental no puede convertirse en patrimonio exclusivo de ninguna disciplina, ni en feudo excluyente ni de las llamadas "ciencias naturales" ni de las llamadas "ciencias sociales", como tampoco del mundo de la academia o de la tecnocracia, con exclusión del saber popular empírico y tradicional. La interdisciplinariedad de la gestión ambiental exige la participación activa de los distintos actores sociales en la construcción de lecturas compartidas de la realidad y en la consecuente toma de decisiones, lo cual se logra a través de un permanente diálogo de imaginarios, (incluye diálogos de saberes y diálogos de ignorancias) entre profesionales de distintas disciplinas, entre estos y quienes tienen a su cargo responsabilidades de cualquier tipo sobre la sociedad (política, económica, religiosa, cultural, etc.)  y entre todos y la comunidad.



Carácter multidimensional: La sostenibilidad, y en consecuencia su gestión, no se refiere exclusivamente a  aspectos de tipo estrictamente ecológicos, sino que tiene que ver también con realidades económicas, políticas, culturales, organizativas, institucionales, etc. (Ver punto I-6 de este documento: "El sentido de la sostenibilidad").

�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



La participación constituye un requisito sin el cual no es posible alcanzar la sostenibilidad.



El problema:



Existe la tendencia entre algunos actores institucionales y no institucionales, a considerar que la participación es una dádiva o una concesión que el funcionario público le hace benévolamente a la comunidad para que se sienta tenida en cuenta; o que se trata de un mero requisito formal que se puede satisfacer a través de mecanismos igualmente formales; o que a través de la misma se abren innecesariamente espacios para el conflicto, que se convierten en obstáculos para el desarrollo; o que la única beneficiaria de los procesos de participación es la comunidad. En la medida en que se tergiversa el papel de la participación y en que se desconoce la función que cumple en la búsqueda de la sostenibilidad, se obstaculiza su ejercicio por acción u omisión.�



La sustentación teórica:



Más allá de la voluntad del Estado de facilitar o no la participación, las comunidades participan de hecho en los procesos que las afectan, y en los procesos que afectan a los ecosistemas que esas comunidades habitan o con los cuales interactuan, en la medida en que participar quiere decir ser parte de algo. En este caso, la gente es parte de las comunidades y estas son parte de los ecosistemas. De no serlo, no resultarían afectadas por las decisiones. 



Esa participación, sin embargo, puede ser pasiva, por omisión o por "resignación": la comunidad asume el papel de observadora pasiva de su propia historia y busca la manera de acomodarse a los efectos de las decisiones tomadas de espaldas a ella, para sobrevivir de la mejor manera posible pero sin intentar transformar o dominar el proceso. En esta caso la participación no contribuye ni a la sostenibilidad de la comunidad (cuya vulnerabilidad y dependencia aumentan), ni a la sostenibilidad de los procesos, impulsados exclusivamente por intereses externos, ajenos a quienes deberían ser los protagonistas principales de los mismos y la materialización de la capacidad de autoorganización de ese sistema complejo que surge de las múltiples interrelaciones entre la comunidad y su entorno. El proceso perdura mientras sea sostenido desde afuera, pero desaparecerá una vez que esa acción externa desaparezca.



La participación de la comunidad puede ser también de una activa oposición a un proceso impuesto y sostenido desde el exterior, por encima de su voluntad o sin tener en cuenta sus intereses. En tal caso la participación tampoco contribuiría a la sostenibilidad del proceso, aunque eventualmente podría fortalecer la sostenibilidad de la comunidad y de los procesos que conscientemente protagoniza y en aras de los cuales se opone a un proceso que considera impuesto desde afuera.



Por último, la participación ciudadana puede ser activa y tener como objetivo asumir plena y conscientemente la función que le corresponde como parte del proceso, lo cual quiere decir al mismo tiempo apoderarse, apropiarse y empoderarse de ese proceso. Es decir, acceder a la toma de decisión en sus diferentes etapas, no necesariamente de manera exclusiva y excluyente, sino a través de un permanente diálogo de imaginarios, de saberes y de ignorancias entre todos los actores sociales, institucionales y no gubernamentales que intervienen en él. La participación así entendida y ejercida, les introduce a los procesos una dinámica "orgánica" que constituye la base de la sostenibilidad de los mismos.



La capacidad de la comunidad para incidir efectivamente sobre el curso del proceso del cual forma parte, tanto a nivel directo como por intermedio de sus representantes, posibilita la estimulación del “germen de orden” subyacente en los procesos, como resultado de lo cual se estimula la capacidad de autoorganización de los sistemas complejos y no lineales, léase: de los sistemas vivos entrelazados en una relación comunidad medio ambiente. Esa capacidad de autoorganización constituye base y requisito para la sostenibilidad de un proceso.�



"La participación de organizaciones sociales en la dimensión ambiental del desarrollo es un cimiento crucial para la eficiencia y la eficacia de la inversión pública para el sostenimiento de la naturaleza. También para trasladar la percepción sectorial de los asuntos ecológicos que hoy tiene el Estado a una percepción transversal. Finalmente proporciona información sobre variables que pueden ser evaluadas en un sistema de indicadores de gestión y planeación ambiental."�

�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



La participación constituye un proceso continuo, colectivo y de largo plazo, que debe permitirles a los actores acopiar y procesar la información necesaria y convertirla en decisiones concretas dentro de procesos determinados.



El problema:



Existe la tendencia a no considerar la participación como un proceso, sino como el lleno de un requisito formal, que supuestamente se "cumple" y agota con una serie de eventos puntuales y desconectados, como los siguientes:



Participación formal de supuestos o legítimos representantes de los sectores no gubernamentales en las instancias institucionales (consejos, juntas directivas).

Realización de "consultas" y otros eventos (audiencias, talleres) puntuales y aislados, no enmarcados en procesos integrales y sin poder decisorio.

Aporte (remunerado o no) de mano de obra de las comunidades a la ejecución de proyectos.

Solución a conflictos ambientales por la vía de la negociación de "reivindicaciones" accesorias y de corto plazo, sin vínculo directo con las raíces del conflicto y que no apuntan ni hacia la sostenibilidad de los procesos, ni de las comunidades, ni de los ecosistemas con los cuales interactua la comunidad.



Sustentación teórica:



En términos de especialistas y personas con amplia experiencia comunitaria en la materia, cuando la participación no se concibe como un proceso continuo y de largo plazo que no solamente conduzca a la adopción de unas decisiones puntuales o al logro de unos determinados resultados físicos o materiales, sino que conlleve como uno de sus principales objetivos la transformación de los actores sociales involucrados en el mismo, se corre el riesgo de que participar en ese proceso produzca unos efectos totalmente contrarios a los esperados de una participación eficaz encaminada a la búsqueda del desarrollo sostenible con todas sus implicaciones.



"Todo proceso de participación animado con anuencia de las instituciones oficiales se desplaza entre dos fronteras. Una es el paternalismo que en pocas palabras responde a la inercia de las clientelas forjadas por prácticas políticas tradicionales; allí la participación se confunde con la dádiva y el regalo que por lo general obtienen grupos a través de sus líderes por la gratitud electoral y no por la capacidad de autogestión. El paternalismo inhibe la consistencia, la autenticidad y la veracidad de los propósitos y las relaciones Comunidad-Estado. A veces llega a extremos monetaristas y forja enormes maquinarias comunales retardatarias."



" Otra frontera que no debe violar la participación es la expectativa sin posibilidad de satisfacción. Estos es aparentemente contradictorio respecto a lo que se anotó antes, pero es una realidad ineludible que ha frustrado los más acelerados y productivos procesos de participación. Esta paradoja explica porqué la participación se mueve entre dos extremos sutiles. Una cosa es el favor político o la caridad solidaria, ambas francamente paternalistas, y otra cosa en convocar a la gente sin construir o compartir salidas a su crisis. Los mismos procesos de participación pueden ser costosos, razón por la cual muchas entidades no se comprometen a garantizar las condiciones mínimas para desarrollarlos. No se puede hablar de participación con plenitud cuando de por medio no se brinda el tiempo, los recursos físicos y humanos que hagan posible el cumplimiento de agendas o la asistencia a eventos especiales programados como parte de un proceso." �



Por su parte Londoño y Rojas alertan sobre una "sobre-oferta de participación que no corresponde al vigor y amplitud de la demanda social capaz de apropiarse de los espacios ofertados y que atomiza la interlocución sociedad civil--Estado debido a un universo de oferta pública de participación disperso, discontinuo, sectorial e irregular."�



�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



 Sin información de calidad no puede haber participación eficaz.



El Problema:



Muchas veces los actores que intervienen en un determinado proceso, concurren al mismo sin información adecuada en cantidad y calidad, lo cual le resta posibilidades a la participación en términos de su eficacia, léase: en términos de su capacidad para convertirse en factor de sostenibilidad. La desigualdad de unos actores frente a otros en cuanto a sus posibilidades de acceso y manejo de la información, genera condiciones de inequidad en los procesos y espacios de  participación. La información de carácter científico, en caso de ponerse a disposición de la gente, no siempre se encuentra elaborada de manera tal que facilite su comprensión por parte de los no especialistas, vale decir, por parte de la mayoría de los miembros de una comunidad; y la información generada en la comunidad o resulta "invisible" para quienes tienen a su cargo la evaluación científica de un problema o para los responsables de la toma de decisión. Es decir, que la manera como muchas veces circula la información en los procesos de gestión ambiental, no facilita los diálogos de saberes. Otras veces la carencia de información no solamente les impide a algunos actores conocer sus posibilidades de participar en un determinado proceso, sino la existencia del proceso mismo, del cual solamente se enteran cuando comienzan a padecer sus consecuencias de manera irreversible. 





La sustentación teórica:



La información es poder y quien tiene acceso a la información tiene en consecuencia acceso al poder. Es decir, posibilidades de participar en los procesos de toma de decisión y en la toma de decisión en los procesos. "Una de las formas de antiparticipación es el monopolio de la educación y el conocimiento"� 



Según Juan Carlos Riascos, refiriéndose a la que él denomina etapa de "nivelación y circulación de la información óptima disponible con relación al objeto de la participación", condición para una participación efectiva, "algunos denominan a ésta fase de la participación como base de formación y consideran que sin un proceso de autoaprendizaje y de diálogo educativo de doble vía, largo, profundo, respetuoso de los ritmos culturales y recontextualizador de la realidad que perciben tanto instituciones como algunas comunidades, es prácticamente imposible asegurar avances significativos en la conciencia crítica ambiental de los participantes. No se trata de variar la perspectiva situacional de cada actor de la participación, sino de ofrecer oportunidades para un conocimiento común de la realidad ecológica que por lo general invisible, o cuando se conoce es mal entendida. Cuando un sector de participantes está mejor informado o maneja información idónea que los demás desconocen, se producen distorsiones o se suscitan posiciones inequitativas. Esto es muy importante porque la arrogancia cognitiva entraba la distancia intercultural y polariza la expresión de la unidad. Muchas instituciones no consideran este aspecto como un elemento central de la política de acercamiento a comunidades; más bien lo manejan como un paso breve e introductorio cuando a veces es un fin en sí mismo."�



Características que debe cumplir la información para contribuir a la eficacia de la participación:



Oportunidad: La información necesaria para garantizar un verdadero proceso de participación, debe estar disponible para los actores sociales cuando (con la anticipación necesaria para lograr su difusión, comprensión y discusión) y donde se necesita.



Calidad: En su contenido, la información debe ser rigurosa y veraz y reflejar distintas ópticas alrededor de un mismo problema. En su forma, debe ser clara y comprensible para quien la requiere, sin que por ello pierda ni profundidad ni rigor conceptual.



Accesibilidad: Quienes requieren la información deben tener posibilidad de acceder a ella y hacer efectiva dicha posibilidad.



Retro-alimentación: La información, como proceso interactivo y de doble vía, debe facilitar que el usuario sea a su vez generador de nueva información que realimente el proceso a través de los Diálogos de saberes y de los Diálogos de ignorancias (valoración del saber del otro y reconocimiento de las limitaciones de los saberes propios).









�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



La participación en la gestión ambiental debe contribuir a la construcción de una cultura participativa por parte de un número cada vez más amplio de actores sociales, y a generar las condiciones que posibiliten la paz en Colombia.



El problema:



A pesar de que la Constitución Nacional de 1991 y normas como la Ley 99 de 1993 consagran expresamente la participación ciudadana no solamente como un instrumento de gestión ambiental, sino como uno de los pilares sobre los cuales se edifica nuestro proyecto de nación, en la práctica nos encontramos apenas dando los primeros pasos hacia la construcción de una cultura verdaderamente participativa, inmersos en un escenario de desconfianza y de violencia que tiene como una de sus causas, precisamente, varios siglos de mutuas exclusiones, durante los cuales se les ha negado el derecho a participar a grandes sectores de la población. 



La sustentación teórica:



La eficacia de la participación ciudadana no se garantiza con la mera expedición de las normas constitucionales y legales y de las políticas que la consagran como un derecho y un deber, aunque, por supuesto, la existencia de dichas normas y políticas significa una gran conquista de la sociedad civil. 



Sin embargo desde la ciudadanía no tenemos completamente claro cómo aprovechar al máximo los espacios que han abierto la Constitución y la Ley (audiencias públicas, consultas previas, veedurías, acciones populares, de cumplimiento y de tutela, etc.) y desde el Estado tampoco tenemos claro cómo facilitar al máximo una participación en función de la sostenibilidad. 



Construir esa cultura de la participación implica un proceso largo de mutuo aprendizaje, en el cual los distintos actores sociales, institucionales y de la sociedad civil, vayamos dándoles contenido práctico a los conceptos abstractos y a las normas legales que consagran la participación. En esa medida la gestión ambiental se convierte en un escenario privilegiado y concreto para su aprendizaje en la práctica.

� (PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



La acción del Estado a través del SINA, irá encaminada a posibilitar la participación, en términos de equidad, de los distintos actores que concurren a los espacios de diálogo y de concertación, y que ejercen o pretenden ejercer ciudadanía, en cualquiera de los escenarios en los cuales se debe materializar el concepto de desarrollo sostenible. 



El problema:



La desigualdad de oportunidades que caracteriza a la sociedad colombiana, también se hace explícita en el ámbito de la gestión ambiental y específicamente en los procesos y escenarios en donde concurren actores institucionales y no gubernamentales con intereses contrapuestos, teóricamente con el fin de dirimir conflictos o de negociar diferencias relacionadas con la gestión del medio ambiente, y de establecer criterios que sirvan de base para tomar decisiones. Mientras por parte de las comunidades de base existe la queja de que los medios y recursos (información, conocimiento científico y técnico, recursos económicos, apoyo logístico) con que cuentan son insuficientes para garantizar su participación en términos de igualdad, los gremios de la producción y en general los promotores oficiales o privados de proyectos de desarrollo, se quejan de que los espacios de participación se encuentran indebidamente politizados, de que existen condicionamientos y presiones que les impiden exponer y debatir en condiciones de igualdad sus puntos de vista y de que como resultado de los procesos de negociación se les imponen compromisos y obligaciones que no tienen que ver con las causas del conflicto.





La sustentación teórica:



El Sistema Nacional Ambiental --SINA-- debe consolidarse y funcionar como un escenario de múltiples canales y vías, en y desde el cual se asumen las responsabilidades y se llevan a cabo las distintas acciones que constituyen la gestión ambiental (ver definición en el punto I-5).



Para que ello sea posible se requiere que dichos canales (materializados en sistemas, centros y oficinas de información, en redes virtuales y de organizaciones, en instituciones educativas, etc.) garanticen el acceso de los actores sociales a una información completa y de calidad, que facilite el ejercicio deliberado, consciente y responsable de una participación eficaz en términos de su capacidad para incidir en la construcción de sostenibilidad.



La equidad en el ejercicio de la participación ciudadana se concreta también en las posibilidades que ofrece el SINA para la concertación pacífica de conflictos y para la colectivización de las decisiones que se adopten en sus diferentes instancias, así como en factores que aparentemente constituyen detalles de segunda importancia, pero que en circunstancias determinadas pueden significar la diferencia entre un proceso verdaderamente participativo y otro en el cual la participación ciudadana sea meramente aparente y formal: 



¿Quién convoca a participar en un proceso o en una instancia particular de un proceso?



¿Cómo y con qué periodicidad se convoca?



¿En qué sitio o espacio físico concreto se lleva a cabo un evento de información o de concertación?



¿Quién y cómo se asumen los costos económicos, políticos y sociales que implica la participación?



�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



a) El reconocimiento de la biodiversidad del ambiente y del carácter multiétnico y pluricultural de la nación colombiana y el reconocimiento de la confluencia en el espacio y en el tiempo de múltiples y diversos actores, conflictos y realidades sociales.



b) El reconocimiento y respeto al peso que tienen y deben tener las instancias y actores regionales y locales en la gestión ambiental.



El problema:



Pese a que en teoría nadie niega el carácter multi-diverso de la sociedad colombiana, en la práctica cotidiana de la gestión ambiental existe la tendencia por parte de algunos actores, a enmarcar a todos los sectores sociales y comunidades étnicas dentro de una concepción estándar de la participación, sin tener en cuenta sus características y particularidades, y la concepción específica de la participación (en cuanto a función, contenidos y métodos) que se deriva de ellas. Es así como a veces se llenan formalmente los espacios y trámites para la participación establecidos en las normas jurídicas, pero sin lograr que estos cumplan los resultados esperados en términos de sostenibilidad de las comunidades, de los ecosistemas y de los procesos que los vinculan entre sí.



La sustentación teórica:



En un país de tantas diversidades como es Colombia,  resulta indispensable que, sin perder de vista el objetivo final que las justifica, las normas sobre participación ciudadana --y en general todas aquellas con incidencia en la gestión ambiental-- se apliquen con flexibilidad suficiente y teniendo en cuenta tanto las particularidades de las regiones, como las especificidades de los distintos actores sociales que las habitan y de los procesos históricos y culturales que han determinado que esos actores en la actualidad sean como son y que se relacionen con su medio ambiente en la forma como lo hacen.



De allí que la participación ciudadana, en su contenido y en sus métodos, debe tener en cuenta que ni los 81 grupos indígenas que habitan el territorio colombiano y que constituyen el 2% de la población, son iguales entre sí, ni sus características son las mismas que las del resto de las comunidades y sectores que conforman la sociedad colombiana, como tampoco lo son las características, también diversas entre sí, de las múltiples comunidades afrocolombianas que forman parte del país.

�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



La participación ciudadana deberá formar parte de los planes de gestión ambiental de regiones y ecosistemas transfronterizos.



El problema:



Los criterios según los cuales se administran algunos aspectos de creación eminentemente humana de la realidad de los países (como son, por ejemplo, los aspectos cambiarios de la moneda, las políticas arancelarias, los sistemas de precios, etc.) no son aplicables a la gestión ambiental de las regiones y de los ecosistemas fronterizos, cuyos límites en el espacio no están determinados por consideraciones históricas y políticas, sino por factores naturales propios de la evolución de nuestro planeta. La participación ciudadana, como elemento esencial de una gestión hacia el desarrollo sostenible, deberá garantizarse y ejercerse de manera que cumpla los objetivos que se han hecho explícitos en varios puntos de este documento. Debido a que todavía no existe una plena y efectiva integración económica, política, jurídica y ambiental entre los países andinos, se deberán definir estrategias que permitan que, por encima de los obstáculos formales, las comunidades a ambos lados de las fronteras puedan participar eficazmente en la gestión de los ecosistemas que comparten.





La sustentación teórica:



Alguien definió alguna vez las fronteras políticas entre los países, como “cicatrices de la historia.” 



En las últimas décadas, el concepto de soberanía nacional se ha venido relativizando, en parte como consecuencia de las políticas económicas de globalización, en parte por el avance y democratización de las telecomunicaciones (que han convertido el concepto de “aldea global” en una realidad palpable y cotidiana), en parte debido a la consciencia de que existen realidades, como las ecológicas, que no se pueden administrar con criterios “nacionales” sino con sentido regional y concepción planetaria.



Es así como, por ejemplo, en la Comunidad Europea existen normas de contenido y efecto supranacional, entre ellas las referentes a gestión ambiental, cuya aplicación posee carácter preferencial frente a las legislaciones internas de los países. En la misma vía se avanza en la recientemente creada Comunidad Andina.



El artículo 80 de la Constitución Nacional determina que el Estado colombiano “cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas” mientras, para el caso particular de las comunidades indígenas (muchas de las cuales ocupan ecosistemas en las fronteras, a lado y lado de los límites de cada país, el artículo 96 de la Constitución determina que “Son nacionales colombianos: c) Los miembros de pueblos indígenas que comparten territorios fronterizos, con aplicación del principio de reciprocidad según tratados públicos.”



De hecho, para las comunidades indígenas que ocupan las regiones fronterizas entre Colombia y nuestros países limítrofes, los límites convencionales carecen de sentido. 



En tal virtud, para efectos de la gestión ambiental de estas regiones, resultan plenamente aplicables los principios que sustentan esta política en cuanto a la necesidad de reconocer la diversidad de actores existentes en nuestro territorio (y en este caso en los territorios limítrofes a ambos lados de las fronteras) y de adecuar las normas sobre participación a la realidad cultural y social de cada uno de esos actores.



Lo mismo puede decirse cuando no se trata de comunidades étnicas específicas, sino de otros grupos humanos que habitan ecosistemas compartidos, especialmente cuando las actividades llevadas a cabo en un país provocan un impacto ambiental significativo en el país vecino (tala de bosques, contaminación de cuerpos de agua, efectos ambientales transfronterizos de la actividad guerrillera, etc.). 



Vista la gestión como un escenario para la concertación de conflictos ambientales, adquiere especial significación la participación ciudadana en circunstancias como las expuestas.



�(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



Las políticas estatales sobre participación ciudadana, sobre educación ambiental y sobre población, deberán desarrollarse de manera trenzada y coherente, en función del objetivo último de hacer de Colombia una sociedad sostenible en donde la vida con calidad sea posible para todos los habitantes.



El problema:



A pesar de que después de la reestructuración interna del Ministerio del Medio Ambiente, los temas de participación ciudadana, de educación ambiental y de población, quedaron en cabeza de una sola Oficina Asesora y, en consecuencia, de un mismo equipo humano, es necesario garantizar que, en la práctica futura, el desarrollo y aplicación de las respectivas políticas avance de manera trenzada y coherente, y que se mantenga la unidad en los criterios y en los propósitos de sostenibilidad que deben orientar la gestión ambiental en Colombia, más aún cuando se pretende que esa Oficina Asesora asuma un papel coordinador y de apoyo conceptual, pedagógico y metodológico, pero que todas las instancias y dependencias del Ministerio sin distingos, y todos los actores y sectores que confluyen en el SINA, asuman las responsabilidades que les corresponden en materia de esos tres temas fundamentales para el desarrollo sostenible.





La sustentación teórica:



Así como el primer principio que orienta este política hace énfasis en el carácter transversal, trans-sectorial, interdisciplinario y multidimensional de la gestión ambiental, así mismo debe hacerse énfasis en que los temas de participación y de educación no constituyen fines en sí mismos, sino que atraviesan de manera transversal a todos los temas y aspectos de la gestión. 



Y en que, siendo la sostenibilidad un concepto eminentemente humano en el mundo de hoy (tanto por el papel que juega nuestra especie en la biosfera como por constituir el mejoramiento integral de la calidad de la vida su objetivo final), el tema de población deberá estar presente, en una u otra forma, en todos los demás temas de la gestión ambiental. 



Las tres, participación, educación y población, están a su vez íntimamente relacionadas con la manera como una sociedad se adapta dinámicamente en términos simbólicos y materiales (o por el contrario, deja de adaptarse) a las características del ambiente que ocupa. Es decir, a la Cultura. Si la construcción del desarrollo sostenible implica una transformación de la cultura dominante (y de los valores que ella encarna y alimenta), la manera como se enfoquen estas tres dimensiones interconectadas de la gestión ambiental va a tener una especial incidencia en las posibilidades reales de la sostenibilidad.



Las políticas que atañen a los tres temas que nos ocupan, en consecuencia, tienen que llegar a convertirse en su desarrollo teórico y en su aplicación práctica, en ventanas para mirar un mismo y único proceso (el desarrollo sostenible), evitando siempre convertirse en territorios exclusivos y excluyentes, responsabilidad de una sola oficina y aislados de los campos de responsabilidad que atañen a las demás instancias del Ministerio del Medio Ambiente y a los demás actores institucionales y de la sociedad civil que convergen en el SINA.

�



(PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA POLÍTICA)



La necesidad de garantizar la participación de la naturaleza en las decisiones que la afectan.







El problema:



Si bien la sostenibilidad no constituye un objetivo exclusivamente ecológico, sino fundamentalmente humano (económico, político, social-organizativo, cultural, educativo, institucional), tanto por parte de la llamada sociedad civil como del Estado suele dejarse de lado la participación de la naturaleza en las decisiones que la afectan, olvidando que esta constituye el sustrato básico de las relaciones y condiciones ambientales que sirven de base a la existencia y viabilidad de la especie humana sobre el planeta Tierra. Aunque en la mayor parte de las comunidades que conforman la sociedad actual, la naturaleza normalmente no sea escuchada, ésta siempre se hace oír, a veces de manera dramática, mediante los erróneamente denominados "desastres naturales", en cuya raíz se encuentra la reacción de los ecosistemas a las agresiones de que han sido víctimas por parte de la comunidad humana. Así como no puede haber desarrollo sostenible sin la participación activa de las comunidades, tampoco puede haberlo sin la participación activa de la naturaleza. El problema radica en que hoy no sabemos bien cómo garantizar esa participación en la práctica, ni siquiera cómo identificar, oír e interpretar las indicaciones y los mensajes de alerta que nos envía la naturaleza.





La sustentación teórica:



La inclusión de este “principio” dentro de los lineamientos para desarrollar una política de participación, ha sido permanente motivo de polémica. 



Las implicaciones de hacerlo pueden oscilar desde las más pragmáticas, que interpretan la participación de la naturaleza como la realización de un permanente monitoreo de los cambios de los ecosistemas y de la dinámica de la Tierra, con el objeto de lograr una adecuada gestión de riesgos (cuyo objetivo es manejar las amenazas y reducir la vulnerabilidad de la comunidad para afrontarlas), hasta las más filosóficas (en términos de la llamada “ecología profunda”) que buscan que a la naturaleza se le reconozcan personalidad y personería, no solamente como escenario, sino también como sujeto y actor protagonista en la gestión ambiental para el desarrollo sostenible.



La lectura de los ecosistemas, tanto desde la ciencia occidental como desde los saberes tradicionales, es una tarea que ya han emprendido muchos de los actores institucionales y de la sociedad civil que forman parte del SINA, y constituye una de las razones de ser de los institutos de investigación pertenecientes al sistema. Al igual que la gestión del riesgo es, o debería ser, uno de los objetivos de todos los componentes del Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres, estrechamente interrelacionado con el SINA.



El hecho de que, bajo cualquier nombre, ya se le haya comenzado a reconocer a la naturaleza, en alguna medida, el derecho a participar en las decisiones que la afectan, no invalida la inclusión de este principio en la política, más aún cuando se viene insistiendo en que la participación constituye una variable que atraviesa de manera transversal a todos los integrantes del SINA y a todos los campos y temas de la gestión ambiental.







�III. OBJETIVOS GENERALES



Garantizar una participación amplia, deliberada, consciente y responsable de la ciudadanía en la preservación de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes ambientales y en general en la gestión ambiental, que cumpla una función eficaz en la construcción del desarrollo sostenible y que contribuya a generar las condiciones para que la sociedad civil adquiera cada vez más capacidad de incidencia en el acto de gobernar.



Establecer directrices conceptuales y operativas para la interpretación y aplicación del concepto de participación ciudadana por parte de las instituciones públicas que forman parte del SINA, y generar condiciones objetivas y subjetivas que permitan la aplicación en la práctica de esas directrices.

�IV. LINEAMIENTOS ESTRATÉGICOS



La política debe constituir una herramienta del Estado y de la sociedad civil para llevar a la práctica los principios constitucionales y los desarrollos legales sobre participación, sobre desarrollo y sobre el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano, y contribuir a la construcción de la democracia participativa, la lucha contra la pobreza, la búsqueda de la equidad ambiental, social, generacional y de género, y la creación de condiciones para la obtención de la paz. En virtud de lo anterior la política estará articulada con otras políticas generales y sectoriales con incidencia directa o indirecta en calidad de la vida de los colombianos y en la gestión ambiental, y muy especialmente con el documento CONPES sobre "Promoción de la Participación de la Sociedad Civil: del Derecho a Participar a la Participación Efectiva".



La política facilitará y promoverá la apertura de espacios de encuentro y de concertación entre actores sociales con intereses contrapuestos o complementarios, propiciará la negociación pacifica de conflictos ambientales en función de la sostenibilidad y definirá el papel que deben cumplir las instituciones públicas en general y el Ministerio en particular, en la resolución pacífica de conflictos ambientales y para suplir (directamente o con el apoyo de instituciones educativas, organizaciones sociales y ONGs) las deficiencias o limitaciones de cualquier índole que les impiden a algunos actores comparecer frente a otros en términos de igualdad a los procesos de concertación.



La política recogerá y legitimará los mecanismos y procesos tradicionales de participación, comunicación, concertación y toma de decisión propios de las comunidades, de acuerdo con sus particularidades culturales y las características específicas de los ecosistemas y procesos históricos de los cuales forman parte.



La política garantizará el acceso a los procesos de participación, concertación y toma de decisión, de los sectores marginados o más débiles de la sociedad (minorías étnicas, población infantil, jóvenes, tercera edad, discapacitados, mujeres, etc.) y estará orientada en todos sus aspectos por una perspectiva de género que no solamente reconozca e incorpore el papel que las mujeres cumplen en relación con el ambiente, sino su función en la "administración" cotidiana de la comunidad (incluyendo su papel como educadoras y en la "gestión" de conflictos).



La política cumplirá una función pedagógica tanto hacia el interior de las instituciones que forman parte del SINA, como frente a la comunidad, sus organizaciones representativas y los medios de comunicación.



La política reconoce el papel democratizador que debe cumplir la información y su importancia como requisito de la participación. En tal virtud establecerá los criterios de calidad�, accesibilidad y oportunidad que debe cumplir la información para la participación, establecerá la necesidad de la retroalimentación en los procesos de participación, promoverá los diálogos de saberes y los diálogos de ignorancias, la democratización del conocimiento científico y el acceso a la información sobre experiencias y alternativas viables de gestión ambiental en función del desarrollo sostenible.



La política conducirá a que hacia el interior del Ministerio del Medio Ambiente existan unidad de criterios, unidad conceptual y unidad metodológica y pedagógica sobre la participación y su importancia en la gestión del desarrollo sostenible, y propenderá porque el SINA se fortalezca como escenario e instrumento real y eficaz de participación y concertación, y por la consolidación de una política estatal coherente sobre el tema Medio Ambiente ( Desarrollo Sostenible ( Comunidad.



La acción del Estado y la participación de la sociedad civil en la gestión ambiental, se ejercerán con enfoque proactivo y preventivo, y se privilegiarán e impulsarán procesos y estrategias de educación que promuevan el respeto a la vida y el conocimiento, la comprensión, el compromiso y la responsabilidad de los distintos actores sociales con su medio ambiente.







�V. OBJETIVOS ESPECÍFICOS Y LINEAS DE ACCIÓN



Objetivo # 1: Garantizar la eficacia y eficiencia de los procesos de participación, en función de la sostenibilidad de los distintos actores sociales, de los ecosistemas urbanos y rurales, y de los procesos que los vinculan a unos y a otros entre sí.





Para efectos de la política, la EFICACIA se entiende como la capacidad real que poseen los mecanismos y procesos de participación, para garantizar una incidencia efectiva de los actores sociales en la gestión ambiental, y no se debe medir exclusivamente en términos de la participación frente a sí misma, sino en función de su contribución a la sostenibilidad de los ecosistemas, de los actores sociales y de los procesos que vinculan a unos y a otros entre sí. Por ejemplo, un proceso formalmente "participativo" puede conducir a decisiones que incrementen la vulnerabilidad tanto de las comunidades como de los ecosistemas con los cuales éstas interactuan. 



Para que la participación resulte eficaz, los mecanismos y procesos a través de los cuales se lleve a cabo deberán tener en cuenta, entre otros factores, la diversidad geográfica, ecológica, socioeconómica y cultural de la nación colombiana, realidades que determinan formas diferenciadas de concebir y ejercer la participación, dependiendo de las particularidades de cada actor social, de cada comunidad específica y de cada región. Así mismo, la perspectiva de género deberá constituir una presencia orientadora permanente, de manera tal que la participación se convierta efectivamente en un instrumento para la construcción de una sociedad más equitativa, democrática y sostenible.



Por EFICIENCIA se entiende la capacidad de una acción para alcanzar sus objetivos con una inversión óptima de esfuerzos y recursos.





Líneas de acción:



Interpretar y aplicar las normas legales y las políticas sobre participación y gestión ambiental, de manera tal que consulten las particularidades de cada región de Colombia y de cada actor social, y que reconozcan y legitimen los procesos "orgánicos" desarrollados tradicionalmente  y validados en cada comunidad para la participación, la concertación, la resolución de conflictos y la toma de decisiones, sin pretender establecer procedimientos uniformes para todas las situaciones y todas las comunidades.



Establecer criterios para la identificación de actores sociales que están o deben estar presentes en los procesos de participación en cada situación particular, para la identificación de interlocutores legítimos y representativos y para garantizar la participación activa de los sectores más débiles y tradicionalmente marginados de una comunidad (Mapas de Actores, Mapas de Intereses, Mapas de Conflictos)



Identificar y evaluar de mecanismos y procesos tradicionalmente utilizados para la participación la concertación, la resolución de conflictos y la toma de decisiones en las comunidades colombianas, en especial en las comunidades indígenas y afrocolombianas.



Consolidar y cualificar los espacios para la participación de la ciudadanía en los escenarios institucionales (representación ante consejos directivos de corporaciones autónomas regionales y de institutos de investigación, Consejo Técnico Asesor del Ministerio, consejos y procesos municipales, departamentales y nacionales de planeación, etc.), de manera que se garanticen el cumplimiento de los objetivos de la participación en términos de sostenibilidad. 



Garantizar la disponibilidad de información suficiente y de calidad y el acceso a la misma por parte de los actores sociales que la requieren para su participación eficaz en la gestión ambiental:



Poner en marcha directamente o mediante convenio con otras instituciones, organizaciones y redes que operan en el país�, un Sistema de Información Ambiental (art. 5º # 20 - Ley 99/93)  permanente y de doble vía, entre el Ministerio y el SINA, entre el SINA y sus miembros de la sociedad civil (especialmente organizaciones sociales, étnicas y no gubernamentales, organizaciones gremiales y profesionales, instituciones académicas, etc.) y entre el Ministerio, las Corporaciones Autónomas Regionales y las Administraciones Municipales, con el siguiente contenido mínimo:



Política de Participación y seguimiento y evaluación de sus desarrollos y su aplicación.



Instrumentos Legales para la participación en sus distintas modalidades y su aplicación práctica. 



Alternativas viables para la producción sostenible y la gestión ambiental ("modelos alternativos de desarrollo sostenible").



"Catálogo dinámico" de experiencias concretas de desarrollo sostenible impulsadas desde el Estado y/o desde la sociedad civil. 



"Catálogo dinámico" de experiencias de gestión ambiental participativa.



Establecer mecanismos que permitan mantener una actualización permanente de los diagnósticos ambientales regionales (Ministerio, Institutos de Investigación, CARs), del "Estudio de Prioridades Regionales" elaborado por el ECOFONDO y de otros procesos de recolección y análisis de información, que sirvan de base objetiva para la gestión ambiental y para la participación en la misma de los distintos actores sociales. Dicha información estará disponible de manera permanente a través del Sistema de Información Ambiental.



Adelantar conjuntamente con el sector educativo, la red TARAPA, la Red de Formación Ambiental, las organizaciones sociales, étnicas y no gubernamentales con experiencia en el tema y los medios de comunicación, un proceso de "democratización del conocimiento científico" que genere las condiciones necesarias para establecer diálogos de saberes alrededor de problemas específicos de gestión ambiental y que facilite la realimentación de información desde la comunidad hacia el Sistema de Información a que hacen referencia los literales anteriores.



Adelantar entre las instituciones estatales, las organizaciones de la sociedad civil, las iglesias, el sector privado, el “país político”, los medios de comunicación, el sector educativo y los trabajadores e instituciones de la cultura, programas conjuntos tendientes a promover la consolidación en Colombia de una “cultura de la participación”.



Fortalecer las alianzas estratégicas entre el Ministerio del Medio Ambiente y el Ministerio de Educación (con todas sus implicaciones hacia el resto de la sociedad), con el objeto de fortalecer la concepción según la cual la educación ambiental no solamente debe dedicarse a aspectos exclusivamente ecológicos de las relaciones entre el ambiente y la comunidad, sino a formar ciudadanos y ciudadanas con valores, aptitudes, actitudes y capacidades hacia la democracia, la participación, la perspectiva de género, la equidad, la solidaridad, la valoración y el respeto a la diversidad, la negociación pacífica de los conflictos y, en fin, la construcción de una sociedad sostenible en donde sea posible una paz fundamentada sobre la posibilidad equitativa de una vida con calidad y dignidad. Los resultados de tales alianzas deberán concretarse en los “proyectos educativos institucionales” (PEIs), los “proyectos ambientales escolares” (PRAES), las reformas curriculares, los programas de formación y capacitación de maestros, la orientación y ejecución de los programas de educación superior en sus distintos niveles y la conversión de los espacios educativos, desde la escuela hasta la universidad, en escenarios y escuelas para la participación.



Promover y consolidar prácticas idóneas de comunicación que estimulen cambios favorables en las relaciones entre grupos humanos, instituciones, organizaciones, administraciones y gremios entre sí y con el medio ambiente.



Desarrollar un sistema de seguimiento y evaluación de esta política, que incluya la identificación y aplicación de indicadores cualitativos y cuantitativos de sostenibilidad, que permitan orientar la toma de decisión en situaciones concretas de la gestión ambiental, dentro del cual se incluirán indicadores cualitativos y cuantitativos para evaluar la eficacia y eficiencia de la participación (ver listado de preguntas en el punto I-6 de este documento).



Redefinir en función del presente objetivo, y en general en función de esta política, el papel de las “Oficinas de Quejas y Reclamos” tanto del Ministerio del Medio Ambiente como de las corporaciones autónomas regionales (CARs), y dotarlas de los medios necesarios (en términos de equipo humano, apoyo logístico, capacidad de acceder a información y de administrarla y suministrarla al público de manera oportuna y adecuada) para que puedan convertirse en interfaces permanentes e institucionalizadas entre el Estado y la sociedad civil. Para tal efecto se deberá determinar la posición y responsabilidad de dichas oficinas dentro del Sistema de Información Ambiental a que hace referencia el numeral 2 a) de este objetivo.

�Objetivo # 2: Fortalecer institucionalmente al SINA como sistema y como escenario para la gestión ambiental participativa. 





Un sistema se distingue básicamente por las siguientes características: 



El sistema como tal es superior cualitativamente a la mera suma de las partes o elementos que lo conforman, "superioridad cualitativa" que surge de las múltiples interacciones e intercambios de información entre esas partes o elementos, y de la existencia de un propósito colectivo que oriente a todos los componentes del sistema, en este caso, el desarrollo sostenible. O sea que para que el SINA --el escenario desde el cual se ejerce la gobernabilidad institucional en materia de gestión ambiental-- opere en la práctica como un sistema real y funcional, deben garantizarse esos intercambios (que en cuanto hace referencia a las comunidades se expresan a través de las distintas formas posibles de participación) y esos flujos de información. En el caso específico del SINA se requiere la construcción de una "cultura institucional" preventiva y proactiva sobre el desarrollo sostenible y sobre la participación ciudadana como requisito e instrumento para alcanzarlo.



Cada parte del sistema contiene cualitativamente a la totalidad del mismo. Es decir que, aunque existen en el sistema partes o elementos de distinto nivel jerárquico dependiendo de su cubrimiento geográfico--político y de su nivel de responsabilidad en la gestión ambiental, cada uno debe manejar una visión integral (trans-sectorial, interdisciplinaria y multidimensional) de la gestión y de sus objetivos de sostenibilidad, con relación a la cual referenciará su actividad o responsabilidad particular.



Cada parte o elemento del sistema constituye una totalidad en sí misma y se integra al sistema y asume el propósito colectivo (reflejado en la "cultura institucional") sin perjuicio de su autonomía e identidad.



Para que el SINA pueda interactuar (resonar) con los ecosistemas y con la sociedad --que a su vez son sistemas complejos y no lineales-- debe estructurarse y funcionar efectivamente como un sistema no lineal.







Líneas de acción:



Hacia el interior del Ministerio del Medio Ambiente como nodo coordinador del Sistema Nacional Ambiental, y sobre el supuesto de que la participación no puede constituir una responsabilidad exclusiva de una oficina, sino que debe involucrar a todo el Ministerio, se tejerá una red de participación y se identificarán puntos nodales con papeles y responsabilidades concretas pero inter-relacionadas, con capacidad real para influir sobre otras áreas del Ministerio y sobre otros componentes del SINA, y de incidir en la toma de decisión.



Consolidación de un "clima" que propicie la participación interna y una actitud receptiva hacia la participación ciudadana.



Programas de desarrollo humano y capacitación para la formación de gestores de la participación.



Construcción de un lenguaje común sobre gestión ambiental, desarrollo sostenible, negociación de conflictos ambientales y participación.



Capacitación, auto-capacitación e intercambio de experiencias.



Monitoreo permanente de la política y sus desarrollos y aplicaciones, y mecanismos de retroalimentación.



La Oficina de Participación Ciudadana, Educación Ambiental y Población, coordinará la red de participación a que hace referencia el numeral anterior, para la elaboración de planes de acción que permitan concretar los alcances específicos de esta política en los distintos escenarios de la gestión ambiental (ver anexo número 1).



Se constituirá un subsistema de participación como parte del SINA, liderado por el Ministerio del Medio Ambiente, y cuyos objetivos serán:



Unificar criterios generales sobre participación entre las instituciones públicas que forman parte del SINA.



Diseñar y ejecutar programas tendientes a desarrollar la capacidad de los actores institucionales que forman parte del SINA y de sus funcionarios, para ejercer la interlocución con los demás actores sociales y especialmente con las comunidades étnicas y los grupos humanos en condiciones especiales de vulnerabilidad (comunidades en zonas de riesgo, desplazados, etc.)



Identificar, sistematizar, evaluar y difundir experiencias sobre gestión ambiental participativa.



Garantizar la comunicación y retroalimentación permanente entre los actores sociales e institucionales que convergen en el escenario del SINA.



Tejer redes que vinculen las oficinas de participación, las oficinas jurídicas y las oficinas de información y educación de las instituciones pertenecientes al SINA. 



Incorporar activamente al SINA a las administraciones municipales, personerías, Defensoría del Pueblo, organismos de control (Contraloría, Procuraduría, Fiscalía) y poder judicial.



Incidir sobre otros sectores e instancias del Estado en busca de una política estatal coherente sobre gestión ambiental, participación y sostenibilidad.



Se harán cumplir las disposiciones constitucionales, legales y de política, en virtud de las cuales toda acción, proyecto, programa o proceso impulsado desde el Estado o en el cual éste intervenga, precisará en su diseño, ejecución, seguimiento y evaluación las maneras de garantizar la participación activa de los distintos actores sociales con responsabilidad en los problemas ambientales o en sus alternativas de solución. 



Cada entidad estatal deberá precisar la instancia responsable dentro de su estructura, de realizar la “interventoría ambiental” de los programas, proyectos y actividades de esa entidad, parte de la cual consiste en garantizar una efectiva participación ciudadana en los procesos correspondientes. Dicha instancia coordinará o unificará su actividad con la instancia creada en virtud del Decreto 919 de 1989, para garantizar que toda institución del Estado contemple el componente de prevención de desastres dentro de sus presupuestos, planes y programas.



El Ministerio del Medio Ambiente promoverá la creación de una red (a manera de un subsistema dentro del SINA) que vincule a las distintas instancias a que hace referencia el párrafo anterior. Dicha red deberá interactuar de manera permanente con las instancias encargadas de facilitar y coordinar la participación ciudadana para la gestión ambiental en los componentes del SINA y especialmente en los organismos de control, y será apoyada técnica, pedagógica y metodológicamente por el Ministerio.



Se convocará activamente a todas las instituciones y actores sociales para que asuman las responsabilidades que directa o indirectamente les corresponden en la gestión ambiental, especialmente a aquellos que no se identifican a sí mismos claramente como miembros del SINA.



El Ministerio promoverá (y apoyará técnicamente) la creación en el Congreso de la República (Senado y Cámara) de sendas comisiones permanentes encargadas no sólo de temas específicamente ambientales (como sucede ya con las Comisiones Quintas de ambas cámaras), sino de evaluar el impacto potencial sobre el ambiente de todas y cada una de los proyectos de ley que se presenten a discusión del Congreso.



Se hará especial énfasis en que órganos plurales de administración, como las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales (al igual que el Concejo del Distrito Capital), y los Cabildos Indígenas o sus equivalentes en los distintos grupos étnicos (como parte de la estructura de gobierno de las ETIS o Entidades Indígenas Territoriales), asuman las funciones que la Constitución Nacional les atribuye en materia de gestión ambiental en los territorios bajo su jurisdicción, tanto con referencia a temas específicamente ambientales, como frente al potencial impacto de todos los demás asuntos sometidos a su consideración y aprobación.







�Objetivo # 3: Contribuir al fortalecimiento de la capacidad de participación y de gestión de los actores gubernamentales y de la sociedad civil que intervienen o deben intervenir en la gestión ambiental.



Líneas de acción:



Actores gubernamentales:



Apoyo para la creación (o consolidación donde los haya) de SISTEMAS DE INFORMACIÓN AMBIENTAL REGIONALES (en Corporaciones Autónomas Regionales --según el Art. 31 # 22 de la Ley 99/93--, CORPES, Administraciones Departamentales) Y LOCALES (en Municipios, Distritos), con capacidad para integrarse al sistema Nacional de Información Ambiental o a la red que haga sus veces. (Apoyo con Recursos, Acompañamiento Técnico y Capacitación).



Creación de un SISTEMA DE CAPACITACIÓN PERMANENTE de funcionarios pertenecientes a las instituciones públicas que forman parte del SINA, incluyendo Municipios, Personerías, Contralorías, Defensoría del Pueblo, etc., que incluya la preparación de los funcionarios como gestores de participación.



Actores de la sociedad civil:



Fortalecer conjuntamente con las organizaciones y demás actores de la sociedad civil�, un sistema de información permanente y cualificado sobre organizaciones y redes, en el cual se identifiquen las fortalezas reales de cada organización y red (con base en experiencias validadas, trayectoria institucional, equipo humano, campo de trabajo, "especialización" regional, etc.), información que se utilizará básicamente para: 

       

Identificar organizaciones con capacidad científica y técnica para acompañar al Ministerio en la definición de políticas y en la adopción de decisiones frente a situaciones concretas de gestión ambiental.



Identificar organizaciones para adelantar acciones conjuntas entre el Estado y la sociedad civil, tendientes a enfrentar retos y problemas específicos de gestión ambiental.



Identificar organizaciones que puedan ofrecer acompañamiento técnico a comunidades y a otros actores sociales para facilitar su participación equitativa en procesos de gestión ambiental.



Identificar organizaciones con capacidad técnica y administrativa para hacerse cargo de responsabilidades delegables de las autoridades ambientales (por ejemplo el seguimiento a proyectos y planes de gestión ambiental).



Identificar organizaciones con capacidad técnica y administrativa para hacerse cargo de la ejecución de determinadas estrategias y actividades propias de las políticas de gestión ambiental.



Ajustar las normas que reglamentan el artículo 5º numeral 28 de la Ley 99 de 1993, mediante el cual se le otorga al Ministerio la responsabilidad de llevar el registro de las organizaciones no gubernamentales ambientalistas del país, con el objeto de que más allá de una mera función notarial, se garantice la participación efectiva en la gestión ambiental de las organizaciones con existencia real, trayectoria y representatividad.





Elaborar conjuntamente con las organizaciones y demás actores de la sociedad civil, diagnósticos de necesidades de fortalecimiento institucional de las organizaciones sociales y étnicas y de las ONGs ambientalistas, por regiones y líneas temáticas, y diseñar y ejecutar conjuntamente con la sociedad civil planes tendientes a satisfacer dichas necesidades, especialmente en cuanto se refiere a capacitación y asesoría científica, técnica y para la gestión administrativa y ambiental.





Adoptar y ejecutar conjuntamente con organizaciones y redes de la sociedad civil, estrategias que permitan identificar y atraer recursos nacionales e internacionales para la gestión ambiental concertada entre el Estado, organizaciones sociales y étnicas y organizaciones no gubernamentales.









Otorgarle permanencia a la capacitación, actualización y apoyo a los representantes de organizaciones y sectores de la sociedad civil y de representantes de los gobiernos municipales ante los consejos directivos de las corporaciones autónomas regionales y otras instancias institucionales con responsabilidades en el campo de la gestión ambiental.



Especial énfasis se deberá hacer en cuanto a la capacitación, actualización y apoyo a los representantes de organizaciones y sectores de la sociedad civil ante los consejos (y procesos) de planeación a nivel municipal, departamental, nacional y transfronterizo.



Fortalecer la capacidad de los actores de la sociedad civil para incidir (a través del “lobby” o cabildeo, de la promoción, presentación y defensa de iniciativas ciudadanas y de la evaluación y el control) sobre la gestión legislativa y la gestión de organismos corporativos (asambleas, concejos, cabildos), en materias directamente relacionadas con el medio ambiente o susceptibles de generar impacto ambiental o cultural sobre los ecosistemas y las comunidades que interactúan con ellos.



Apoyar desde el Estado, las iniciativas del sector privado tendientes a orientar sus actividades hacia el desarrollo sostenible (según la concepción de sostenibilidad expuesta en esta política), especialmente mediante la promoción y el fomento de “convenios de producción limpia”, la concertación de programas de reconversión tecnológica, la concertación de estímulos y facilidades para la adopción de tecnologías adecuadas para la producción y la reducción de efectos ambientales, el apoyo a procesos eficaces de concertación entre el Estado, el sector privado y las comunidades locales, y la adopción y el cumplimiento transparente de esta política (en sus principios, lineamientos y objetivos) como el marco regulador –“reglas de juego”-- de tales procesos.



Diseñar y adelantar conjuntamente con corporaciones autónomas regionales, alcaldías municipales, gremios, organizaciones sociales, y organizaciones no gubernamentales ambientalistas, procesos permanentes de información a la comunidad sobre instrumentos constitucionales y legales para la participación e intervención en la gestión ambiental.

�

Objetivo # 4: Avanzar en la búsqueda y consolidación de mecanismos que faciliten la participación de la naturaleza en las decisiones que la afectan.



Mediante este objetivo la política le reconoce a la naturaleza su doble papel de ESCENARIO de los procesos humanos y de ACTOR ACTIVO en esos mismos procesos, debido a lo cual es necesario garantizar su participación efectiva en la gestión ambiental.



Líneas de acción:



Establecer sistemas permanentes de MONITOREO (conocimiento actualizado sobre el estado y las dinámicas de los ecosistemas y seguimiento a determinados fenómenos de origen natural, socio-natural o antrópico con especial incidencia sobre la calidad y seguridad ambiental de las comunidades), que incorporen tanto el saber científico (universidades, institutos especializados y de investigación, etc.) como el saber de las comunidades que tradicionalmente han interactuado con esos ecosistemas y fenómenos.



Avanzar en la identificación, definición y aplicación de INDICADORES y PARÁMETROS que permitan determinar la capacidad de carga, la capacidad de resistencia y la capacidad de recuperación de los ecosistemas, con el fin de advertir con suficiente anticipación posibles impactos de la actividad humana sobre esos ecosistemas y fenómenos, así como los eventuales efectos de los mismos sobre las comunidades vecinas. 



Incorporar el concepto y la herramienta de GESTIÓN DEL RIESGO (manejo adecuado de amenazas y factores de vulnerabilidad para reducir los niveles de riesgo existentes en un escenario determinado y la probabilidad de que los riesgos se conviertan en desastres actuales) como un requisito de la gestión del desarrollo sostenible. 



Como consecuencia de lo anterior y en desarrollo de los numerales 35 y 41 del Artículo 5º de la Ley 99 de 1993, se fortalecerán los vínculos y las acciones conjuntas entre el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres (SNPAD) y el SINA, de manera tal que la gestión ambiental (responsabilidad del SINA) y la prevención de desastres (responsabilidad del SNPAD) operen como dos aspectos interrelacionados e inseparables de la gestión del desarrollo sostenible.





ANEXO # 1



LA PARTICIPACIÓN EN LOS DISTINTOS ESCENARIOS 

DE LA GESTÓN AMBIENTAL





El presente anexo constituye un avance hacia ejecución de la línea de acción número 2 del segundo objetivo específico de la política para la participación ciudadana en la gestión ambiental, que determina que la Oficina de Participación Ciudadana, Educación Ambiental y Población coordinará la red de participación que se propone crear al interior del Ministerio, para la elaboración de planes de acción que permitan concretar los alcances específicos de esta política en los distintos escenarios de la gestión ambiental, 



Los escenarios que a continuación se analizan a manera de un diagnóstico preliminar sobre las principales fortalezas, debilidades y dificultades que respectivamente facilitan y obstaculizan la participación ciudadana en la gestión ambiental en Colombia, no agotan todas las posibles situaciones en las cuales se debe expresar dicha gestión, pero sí  cubren la mayor parte de ellas. No todas las debilidades y dificultades que se anotan pueden solucionarse solamente mediante una adecuada participación ciudadana, puesto que dependen de realidades y factores que superan la capacidad y aún la voluntad de la sociedad civil y en muchos casos del Estado, pero una apertura del sector público al ejercicio eficaz de la participación por parte de la sociedad civil, y una comunidad organizada y preparada para ocupar activamente los espacios para la participación y la intervención, constituyen dos factores que, debidamente articulados, permitirán una gestión ambiental mucho más eficaz en términos de su capacidad para alcanzar la sostenibilidad.



La actuación del representante de los alcaldes o de las organizaciones ambientalistas ante el consejo directivo de una corporación autónoma regional, por ejemplo, puede tener como objetivo oponerse a la expedición de la licencia ambiental para una determinada obra de infraestructura en un escenario urbano (como un relleno sanitario), así como el representante de las comunidades indígenas o de las comunidades afrocolombianas ante ese mismo espacio institucional, puede actuar en un momento determinado para apoyar o frenar una determinada actividad extractiva en su territorio de origen. En consecuencia muchas veces los escenarios descritos a continuación se traslapan o se superponen, por lo cual es necesario realizar su lectura y análisis no de manera lineal sino sistémica.



Los conflictos ambientales no se consideraron como un escenario particular, en la medida en que, en una u otra forma, los conflictos se presentan dentro de los escenarios mencionados. 



Un paso posterior consistirá en complementar el análisis de los escenarios propuestos y en desarrollar una matriz tridimensional que permita entrar al tema de la participación por la puerta de los PROCESOS --principios orientadores, lineamientos estratégicos y objetivos – (eje que privilegian estos lineamientos de política), por la puerta de los ESCENARIOS (eje en el cual se comienza a avanzar con el análisis siguiente) y por la puerta de los ACTORES de la gestión ambiental.



Como concebimos la participación –al igual que la sostenibilidad—como un sistema y un proceso, por cualquiera de las puertas que elijamos para entrar en materia debemos llegar a los mismos resultados en términos de identificación de necesidades y formulación de respuestas institucionales y sociales específicas.



La red de participación que se encargue de liderar ese proceso dentro del Ministerio y en el SINA, tiene el reto de hacer de esa matriz un instrumento dinámico de análisis, que permita ir ajustando esta política a medida y en la dirección que tanto la situación institucional como las circunstancias externas lo indiquen.

�1. IMPACTOS AMBIENTALES DE OBRAS Y PROYECTOS



Fortalezas:



La Constitución y la ley consagran los derechos ambientales, entre otros el derecho de las comunidades a participar en las decisiones que pueden afectar su calidad de vida.

Cada vez existe una mayor conciencia en las comunidades sobre la importancia de una adecuada gestión ambiental y cada vez se relacionan con más fuerza la calidad ambiental y la calidad de vida.

Cada vez más actores sociales pertenecientes al sector productivo y de infraestructura comienzan a tener en cuenta criterios de "ecoeficiencia" en sus actividades.

Existe un Sistema Nacional Ambiental (SINA) encargado de establecer políticas (Consejo Nacional Ambiental, Ministerio del Medio Ambiente), de ejecutarlas (institutos de investigación, corporaciones autónomas regionales, municipios) y de vigilar su cumplimiento, sistema dentro del cual se debe garantizar, en sus distintas instancias, la participación ciudadana.

Existen mecanismos legales y técnicos, como las licencias ambientales, a través de las cuales se puede impulsar y controlar la puesta en práctica de las políticas sobre gestión ambiental.

Existen en el país experiencias concretas (tanto positivas como negativas) de participación ciudadana en la toma de decisión sobre obras y proyectos a partir de criterios de gestión ambiental.

Existen en el Ministerio del Medio Ambiente experiencias concretas en materia de concertación con comunidades, audiencias y consultas previas



Debilidades y dificultades:



Los mecanismos formales a través de los cuales las normas establecen que se lleve a cabo la participación ciudadana, no siempre coinciden con los mecanismos tradicionales de las comunidades para el intercambio de información, la selección de voceros, la participación y la toma de decisiones. Se realizan eventos puntuales en donde se da una participación aparente y formal, más no procesos reales de participación.

No existe claridad sobre los actores sociales que deben participar en un determinado proceso, lo cual se traduce en que en los procesos o no están presentes todos los actores que deberían estar, o se convocan actores sin la debida representatividad ni legitimidad.

La participación se lleva a cabo sobre la base de información incompleta, insuficiente o incomprensible sobre los procesos en los cuales se va a participar, lo cual conduce a diálogos de sordos entre el Estado, el sector productivo y de infraestructura y las comunidades.

No es claro el papel del Ministerio (que muchas veces es juez y parte) ni de las corporaciones autónomas regionales ni, en general, de las instancias gubernamentales en los procesos de negociación con las comunidades.

Las posiciones del Estado frente al tema ambiental y su gestión no son coherentes entre sí. No existe unidad de criterios entre las instituciones del Estado --ni incluso al interior mismo del Ministerio del Medio Ambiente--, lo cual impide una gestión ambiental coherente y dificulta la interlocución con las comunidades (que por lo general tampoco tienen posiciones unificadas).

Por parte de muchos actores del sector productivo (privado y estatal), las licencias ambientales no se toman como herramientas de gestión ambiental (que debería formar parte de la gestión gerencial del desarrollo), sino como requisitos formales y obstáculos por parte del Estado o de las comunidades, que dan lugar a competencia desleal, demoras innecesarias y corrupción.

No existe un estatuto definido de ordenamiento territorial que pueda servir de marco de referencia para el otorgamiento de licencias.

Muchas veces las negociaciones con las comunidades alrededor de conflictos generados por el impacto actual o potencial de obras y proyectos, terminan con la concertación alrededor de necesidades supuestas o reales que no tienen que ver con la sostenibilidad en el largo plazo. Se transige en lo fundamental a cambio de conquistas aparentes y puntuales por parte de la comunidad.



Amenazas:



Se está corriendo el riesgo de restringir los espacios de participación y sus alcances y de reducirlos a sus expresiones meramente formales y burocráticas.

Las comunidades pierden confianza en las posibilidades de la participación y de la negociación pacífica de los conflictos ambientales, lo cual lleva a privilegiar las vías de hecho.

Se abren aún más las brechas entre el Estado y las comunidades, entre el Estado y el sector productivo y entre el sector productivo y la comunidad.

Se abre aún más la brecha entre gestión ambiental y desarrollo, lo cual atenta contra los supuestos fundamentales del desarrollo sostenible.



Oportunidades:



En general lo que está en juego es la confrontación entre una concepción no sostenible del desarrollo y una concepción del mismo que tiene como objeto la construcción de formas más armónicas y equitativas de convivencia entre los seres humanos y entre estos y su ambiente.

La adopción de la política abre la oportunidad para entender la participación como estrategia de gestión ambiental y como un requisito sin el cual no es posible el desarrollo sostenible.

Como parte de lo anterior, se abre la posibilidad de entender las licencias ambientales como herramientas de gestión, primero, del sector productivo y en particular del dueño o gestor de cada obra; segundo, del Estado y en particular de las instancias responsables de la gestión ambiental en un territorio determinado, y tercero, de las comunidades afectadas positiva o negativamente por la obra o proyecto.



(LA PARTICIPACIÓN EN LOS DISTINTOS ESCENARIOS DE LA GESTÓN AMBIENTAL)



2. ESCENARIOS INSTITUCIONALES



Fortalezas:



Los espacios para la participación de la sociedad civil en los espacios y procesos institucionales están consagrados en los documentos CONPES y en las normas constitucionales y legales.

Espacios:  Representación en consejos, juntas directivas, etc.

Procesos:  Control social (veedurías), gestión pública (planeación).

Los actores de la sociedad civil han ido incrementando sus niveles de organización, representatividad y capacidad de representación, así como su solvencia en temas de fondo en materia de gestión ambiental.

Existen en el país experiencias concretas (tanto positivas como negativas) sobre eficacia de la participación ciudadana en las instancias y procesos institucionales.



Debilidades y dificultades:



No hay claridad ni en el Estado ni en la sociedad civil sobre la manera más legítima y eficaz para elegir representantes ante los consejos de las instituciones y otras instancias para la participación, y para que la representación trascienda lo personal hacia una verdadera vocería de los intereses y puntos de vista de los sectores que deben representar.

Quienes asumen la representación de un sector social en los escenarios institucionales no siempre cuentan ni con los conocimientos necesarios ni con los apoyos logísticos que se requieren para garantizar la eficacia de su representación.

No hay acceso a toda la información necesaria para ejercer las veedurías ciudadanas como herramientas de gestión.

No se conocen por parte de la sociedad civil todos los mecanismos, espacios y posibilidades de participación en escenarios institucionales que ofrece la ley.

Existe una "sobre-oferta de participación que no corresponde al vigor y amplitud de la demanda social capaz de apropiarse de los espacios ofertados y que atomiza la interlocución sociedad civil-Estado debido a un universo de oferta pública de participación disperso, discontinuo, sectorial e irregular."�













Amenazas:



Que la participación pierda contenido, eficacia, trascendencia y legitimidad.

Que las comunidades pierdan confianza en el Estado y en el sentido de participar en la gestión ambiental desde los escenarios institucionales.

Que se prostituyan en los hechos los espacios para la participación ciudadana en los escenarios institucionales abiertos por la Constitución y la ley.

Que las veedurías se ejerzan con criterios de obstaculización y de chantaje y no de gestión en favor de la sostenibilidad.

Que la participación en los procesos de planeación se quede en sus expresiones meramente formales.



Oportunidades:



El fracaso en los hechos de las gestiones estatales llevadas a cabo de espaldas a la comunidad y la agudización de los conflictos violentos de todo tipo en Colombia, está obligando a redefinir el sentido y la práctica de la participación ciudadana.



�(LA PARTICIPACIÓN EN LOS DISTINTOS ESCENARIOS DE LA GESTÓN AMBIENTAL)



3. GESTIÓN AMBIENTAL URBANA



Fortalezas:



La Constitución y la ley consagran los derechos ambientales, entre otros el derecho de las comunidades a participar en las decisiones que pueden afectarlos, así como herramientas jurídicas concretas (tales como las acciones comunitarias y de tutela, las veedurías populares y las audiencias públicas) para defender el derecho de los colombianos a disfrutar de un medio ambiente sano.

Existe una compleja trama de formas organizativas a nivel urbano, susceptible de "activarse" en función de una eficaz participación en la gestión ambiental (ver cuadro anexo).

Los crecientes niveles de deterioro de la calidad de la vida a nivel urbano están incrementando la conciencia ambiental de la comunidad.

El medio urbano ofrece mayores posibilidades para intercambiar información (de doble vía) que el medio rural

En el país existen importantes experiencias de generación de cultura ciudadana, capaces de aportar criterios aplicables a la gestión ambiental participativa.



Debilidades y dificultades:



Multiplicidad y heterogeneidad de actores institucionales sin posiciones comunes ni coherentes.

Conflictos de competencia entre las instancias gubernamentales con incidencia directa o indirecta en la gestión ambiental.

La complejidad y heterogeneidad de las formas organizativas existentes en una comunidad puede convertirse en una debilidad si no se logran niveles mínimos de legitimidad, representatividad e interlocución de las organizaciones con su base social.

Individualismo y dificultad para el trabajo organizativo de un gran porcentaje de los actores sociales urbanos, cuando esas características se traducen en sensaciones de impotencia, de indiferencia y de resignación.

Desconocimiento de la existencia y de la manera de hacer efectivos los mecanismos de participación ciudadana y de  intervención en la gestión pública consagrados en la Constitución y en la ley.

Ausencia de información o dificultad para acceder a la información sobre alternativas y opciones económica, social y técnicamente viables para participar activamente en la solución de los problemas ambientales urbanos.

Desde el Estado se convoca a la comunidad a participar pero no siempre existen posibilidades para lograr que esa participación redunde de manera eficaz en la gestión ambiental (por ejemplo las campañas que invitan a las amas de casa al "reciclaje" de desechos en el hogar).

El estilo de desarrollo, y particularmente el consumismo y el papel que como promotores del mismo juegan los medios de comunicación, va en contravía del desarrollo sostenible.



Amenazas:



Tendencia a considerar que "lo ecológico" y en consecuencia la gestión ambiental, tiene que ver exclusivamente con escenarios rurales, cuando un número cada vez mayor de seres humanos en general y de colombianos en particular, habitan en centros urbanos.



Oportunidades:



Cada vez existe una tendencia más fuerte --motivada por la gravedad del deterioro de las condiciones ambientales y de la calidad de la vida en las ciudades, y por la acumulación en ellas de cada vez más población-- a profundizar en el conocimiento de los "ecosistemas urbanos" y en el desarrollo y aplicación de estrategias para su adecuada gestión.













































�

"INVENTARIO" NO TAXATIVO DE  ORGANIZACIONES URBANAS DE LA SOCIEDAD CIVIL



Organizaciones basadas en la pertenencia de sus miembros a una misma unidad territorial:



Juntas de Acción Comunal o sus equivalentes

Juntas de Vecinos, Juntas de Ornato

Juntas de Copropietarios

Juntas Administradoras Locales



Organizaciones por grupos de interés:



Scouts, Liga de Radioaficionados, Clubes de Jardinería y similares

Organizaciones para la defensa de bienes específicos del patrimonio urbano

Colonias regionales

Organizaciones deportivas y recreativas

Organizaciones artísticas y culturales

Organizaciones de consumidores



Voluntariados:



Organizaciones constituidas alrededor de organismos de socorro (Cruz Roja, Defensa Civil)

Clubes tipo Leones, Rotarios, 20/20, etc.

Organizaciones de apoyo o solidaridad con grupos específicos de la comunidad (desplazados, niñez, discapacitados, víctimas de la guerra, etc.)

Organizaciones de segundo grado que agrupan a las anteriores (Federación de voluntariados)



Organizaciones conformadas alrededor de grupos sociales específicos:



Organizaciones de mujeres / Redes de Mujeres

Organizaciones de padres de familia

Organizaciones de la "tercera edad"

Organizaciones de jóvenes

Organizaciones de discapacitados

Colonias regionales



Organizaciones de usuarios de servicios públicos o estatales:



Usuarios de los servicios de electricidad, acueducto, teléfonos, etc.

Usuarios del transporte público

Pensionados del Seguro Social









("INVENTARIO" NO TAXATIVO DE  ORGANIZACIONES URBANAS DE LA SOCIEDAD CIVIL)



Organizaciones conformadas alrededor de problemas, situaciones o conflictos específicos:



Afectados por obras públicas o proyectos específicos (Ejemplo: Segunda pista de Eldorado).

Afectados por políticas o medidas específicas (Ejemplo: Deudores del sistema UPAC).

Damnificados de eventos específicos de origen natural o antrópico.

Organizaciones de viviendistas.

Organizaciones para la obtención de obras o servicios específicos (Ejemplo: Juntas pro-pavimentación, pro-acueducto, pro-parque, etc.)



Organizaciones gremiales de 1ero, 2do y 3er grado:



Organizaciones gremiales por sector económico (Ejemplo: comerciantes, curtidores de cueros), por ubicación (Ejemplo: comerciantes de X Sanandresito), por actividad (organizaciones de recicladores, organizaciones de vendedores ambulantes, etc.).



Organizaciones sindicales



Cooperativas



Organizaciones políticas de distinto orden (desde células hasta partidos políticos), temporales (de campaña) o permanentes. Organizaciones de carácter político por fuera de la ley.



Organizaciones religiosas / Iglesias



Organizaciones de Derechos Humanos



Organizaciones ambientalistas



ESPACIOS INSTITUCIONALES A NIVEL LOCAL:



Concejo Municipal o su equivalente (Concejo Distrital).

Juntas Administradoras Locales (JALS).

Comités Locales de Emergencia (Convergen Estado y sociedad civil)



�(LA PARTICIPACIÓN EN LOS DISTINTOS ESCENARIOS DE LA GESTÓN AMBIENTAL)



4. EL ESCENARIO MUNICIPAL



Fortalezas:



El municipio no es solamente la unidad básica de la gestión política, sino el escenario en el cual se materializan todos los conflictos y posibilidades de una gestión ambiental global / integral.

Cercanía de las autoridades locales con la comunidad y sus problemas.

Las normas constitucionales y legales apuntan hacia un fortalecimiento de los municipios como unidad de gestión.

Los municipios constituyen una "bisagra" entre el Estado entra la comunidad y entre lo nacional-regional y lo local.

A nivel internacional y a través de documentos como la llamada Agenda 21, existe reconocimiento expreso sobre los estrechos vínculos entre los procesos de descentralización y fortalecimiento de los municipios y una adecuada gestión del desarrollo sostenible.



Debilidades y dificultades:



Las divisiones políticas generalmente no corresponden a la división funcional del territorio para la gestión ambiental (ecosistemas, cuencas). La gestión ambiental trasciende las fronteras municipales.

Superposición de competencias entre instancias estatales encargadas de ejecutar la gestión ambiental (Ministerio, CARs, gobierno departamental, gobierno municipal).

Desconocimiento de normas, procedimientos y estructuras estatales para la gestión ambiental por parte de las autoridades municipales.

Carencia de recursos necesarios y suficientes para una adecuada gestión ambiental.

Falta de información y capacitación necesaria y suficiente para una adecuada gestión ambiental.

La gestión ambiental y la gestión del riesgo no forman parte esencial de los planes de desarrollo municipales.

Los municipios no se integran efectivamente al SINA.

Divergencias entre las Umatas y los responsables de la gestión ambiental a nivel municipal.



Amenazas:



En la práctica la gestión ambiental se realiza pasando por encima de los actores municipales, lo cual agudiza la brecha entre gestión ambiental y desarrollo.
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5. ECOSISTEMAS RURALES�, ÁREAS PROTEGIDAS Y 

TERRITORIOS DE COMUNIDADES ÉTNICAS



Fortalezas:



Cambio en el concepto ortodoxo de "conservación" hacia los conceptos de "desarrollo sostenible" y "desarrollo humano sostenible", que involucran múltiples dimensiones de la gestión y consideran la participación de las comunidades como requisito de la sostenibilidad.

Reconocimiento por parte de las comunidades étnicas y muchas comunidades campesinas, de los estrechos vínculos y mutuas interdependencias entre las características de su entorno ecológico y su identidad cultural.

Existencia en algunas de las comunidades que habitan en o cerca de ecosistemas rurales y áreas protegidas (y por supuesto en los territorios pertenecientes a comunidades étnicas), de fuertes procesos organizativos, lo cual facilita la identificación de interlocutores con el Estado y enmarca dentro de procesos más amplios las negociaciones y concertaciones alrededor de problemas ambientales.

La participación de las comunidades en la gestión de ecosistemas rurales, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas constituye un principio constitucional, desarrollado además en las normas legales y los documentos rectores de la política económica, social y ambiental del país.

Se inicia el reconocimiento por parte del sector productivo agropecuario y agroindustrial y de las zonas urbanas, de su dependencia de una gestión ambiental adecuada sobre los ecosistemas productores de servicios ambientales y particularmente de agua.

Existencia de normas legales que establecen la obligación de los municipios de constituir zonas de reserva en las cabeceras de sus fuentes de agua.

Elevación a principio constitucional de la función ecológica de la propiedad.

Conciencia creciente sobre el valor de los ecosistemas rurales (muchos de los cuales coinciden con áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas) como bancos de recursos genéticos y productores de servicios ambientales.

Reconocimiento nacional e internacional sobre la importancia estratégica (para la región en particular y para el planeta en general), del Amazonas y del Chocó Biogeográfico, lo cual ha conducido a la adopción con carácter prioritario de políticas específicas para su gestión ambiental (Ley 99 de 1993, art. 5º), y a la creación de institutos de investigación.



Existencia en el país de múltiples experiencias de gestión participativa de ecosistemas, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas, apoyadas tanto desde el Estado, como desde organizaciones comunitarias y no gubernamentales, en muchos casos con cooperación internacional.



Ejemplos:



Manejo participativo de Parques Nacionales y otras áreas protegidas.

Plantaciones comunitarias (PRIDECU, DRI, PROCAM, PACOFOR).

Proyectos BIOPACÍFICO y FONDO AMAZÓNICO.

Existencia de reservas campesinas y de reservas naturales de la sociedad civil.



Debilidades y dificultades:



La gestión de ecosistemas, áreas protegidas y, en muchos casos, territorios de comunidades étnicas, se lleva a cabo en zonas de agudo conflicto y algunas veces en un claro escenario de guerra.

Es frecuente la superposición de Parques Nacionales y otras áreas protegidas con territorios de comunidades étnicas y sólo desde hace algunos años se ha comenzado a ver, por parte de los gestores de la conservación, que la participación de las comunidades y de sus autoridades tradicionales constituye un requisito de la sostenibilidad y, por parte de las comunidades, que los intereses ambientalistas pueden armonizarse y aliarse con sus intereses en beneficio común.

La inequitativa distribución de la tierra con vocación agrícola y ganadera, la ausencia de oportunidades en otras regiones del país y la violencia rural generalizada, además de la visión que hasta hace algunos años predominaba de manera absoluta en Colombia sobre el desarrollo y específicamente sobre las "ampliación de la frontera agrícola", han conducido a la colonización de ecosistemas estratégicos, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas, con los consecuentes conflictos por el uso y la propiedad de los suelos.

Falta una mayor identificación, sistematización, evaluación y difusión de las experiencias exitosas de manejo de ecosistemas estratégicos, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas, con participación del Estado, de organizaciones no gubernamentales y de organizaciones étnicas y sociales.

Muchos actores sociales presentes de manera permanente en los ecosistemas rurales y áreas protegidas, o algunas de las actividades que estos realizan, se encuentran por fuera de la ley, lo cual dificulta su participación directa y abierta en los procesos de gestión ambiental.















Amenazas:



La agudización y ampliación geográfica de los conflictos armados impide una gestión ambiental sostenible en ecosistemas rurales, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas.

La polarización de las contradicciones entre actores sociales dificulta la participación de los mismos en función de una gestión ambiental sostenible.

El incremento de la presión sobre ecosistemas rurales, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas, por parte, por un lado, de los promotores de obras y proyectos no sostenibles de desarrollo y por otro lado por parte de colonos y comunidades desplazadas.

La forma como se está realizando la titulación de terrenos en el Chocó Biogeográfico no siempre responde a criterios de gestión social y ambiental adecuados a las particularidades ecológicas y culturales de esa región y de las comunidades que la habitan, sino que siguen una inercia institucional surgida de la manera como se realizan las titulaciones en otras regiones del país.



Oportunidades:



Identificación, sistematización y validación de experiencias exitosas de gestión ambiental participativa en ecosistemas rurales, áreas protegidas y territorios de comunidades étnicas, a partir de las cuales puedan derivarse lecciones y pautas aplicables en situaciones similares en las mismas regiones o en otras partes del país.
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